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Acuerdo general por el que se emiten las Políticas de adquisición del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán para el Ejercicio  
Fiscal 2019  

El Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, con  
fundamento en los artículos 75 Quater, párrafo primero, de la Constitución Política  
del Estado de Yucatán; y 2, 7, 11, 14 y 15, fracciones III, IV, VII, XII, XXIV y XXIX,  
de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán,  
y  

Considerando: 

Que la Constitución Política del Estado de Yucatán dispone, en su artículo 75  
Quater, párrafo primero, que el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán es un organismo público, autónomo e independiente en sus decisiones,  
con competencia para conocer, resolver y dirimir las controversias de carácter  
administrativo y fiscal que se susciten entre la Administración Pública centralizada  
y paraestatal del estado y sus municipios, y los particulares; e imponer, en los  
términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos por  
responsabilidades administrativas graves, y a los particulares que participen en  
actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los  
responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven  
de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública estatal o municipal o  
al patrimonio de los entes públicos del estatales o municipales. 

Que, por su parte, la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán establece, en su artículo 2, que el Tribunal es un Organismo  
Constitucional Autónomo, máxima autoridad en materia contencioso  
administrativa, fiscal y de responsabilidades administrativas, dotado de plena  
jurisdicción, autonomía e independencia para dictar sus resoluciones e imperio  
para hacerlas cumplir, que tiene por objeto conocer, resolver y dirimir las  
controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la  
Administración Pública centralizada y paraestatal del estado y sus municipios, y  
los particulares; así como respecto de las faltas administrativas graves que  
correspondan a los servidores públicos y a particulares relacionados con hechos  
de corrupción que constituyan faltas administrativas graves, en términos de la  
legislación aplicable en materia de responsabilidades administrativas. 

Que la referida ley orgánica señala, en su artículo 7, que el presupuesto aprobado  
por el Congreso para el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán  
se ejercerá con autonomía y conforme a la Ley del Presupuesto y Contabilidad  
Gubernamental del Estado de Yucatán y demás disposiciones legales aplicables;  
su administración tendrá como fin lograr la eficacia de la justicia administrativa; y,  
que dicho ejercicio, deberá realizarse con base en los principios de legalidad,  
certeza, independencia, honestidad, responsabilidad, eficiencia, eficacia,  
transparencia, rendición de cuentas, austeridad y racionalidad; así como también  
estará sujeto a la evaluación y el control de los órganos correspondientes, en  
términos de lo dispuesto en el reglamento interior o en la normativa que al efecto  
dicte el Pleno del Tribunal. 

Que el Tribunal, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 11 y 14 de la ley  
orgánica en comento, estará organizado conforme lo establece la Constitución, la  
ley, su reglamento interior, y demás acuerdos que emitan su Pleno y su Presidente  
para su adecuado funcionamiento; y el Pleno del Tribunal se integrará por tres  
Magistrados, que resolverán los juicios contenciosos administrativos, recursos,  
procedimientos de responsabilidades administrativas y los demás asuntos que por  
su trascendencia lo requieran. 
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Que la referida ley orgánica determina, en su artículo 15, fracciones III, IV, VII, XII,  
XXIV y XXIX, que el Pleno del Tribunal tiene la atribución de aprobar el proyecto  
de presupuesto de egresos para ser remitido al Poder Ejecutivo del estado;  
aprobar y expedir acuerdos generales y específicos; emitir las bases para que las  
adquisiciones, arrendamientos y enajenaciones de todo tipo de bienes, prestación  
de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra que realice el  
Tribunal, en ejercicio de su presupuesto de egresos, se ajuste a los criterios  
contemplados en la ley; resolver todas aquellas situaciones que sean de interés  
para el Tribunal y cuya resolución no esté encomendada a algún otro de sus  
órganos, o acordar a cuál de estos corresponde atenderlas; ordenar la publicación  
de acuerdos generales y demás disposiciones reglamentarias, que se estimen de  
interés general, en el diario oficial del estado; y las demás que la ley y otras  
disposiciones normativas le encomienden. 

Que el 31 de diciembre de 2018 se publicó en el diario oficial del estado el Decreto  
29/2018 por el que se emite el Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado  
de Yucatán para el Ejercicio Fiscal 2019, a través del cual el H. Congreso del  
Estado de Yucatán autorizó al Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán la cantidad de $31,762,274.00 (Treinta y un millones setecientos sesenta  
y dos mil dos cientos setenta y cuatro pesos 00/100 M.N.). 

Que el Decreto 29/2018 por el que se emite el Presupuesto de Egresos del  
Gobierno del Estado de Yucatán para el Ejercicio Fiscal 2019 dispuso, en su  
artículo transitorio tercero, que los Poderes Legislativo y Judicial, así como los  
organismos autónomos, cuyos montos solicitados en sus proyectos de  
presupuestos fueron modificados de acuerdo con las cantidades asignadas en  
este decreto, deberán actualizarlos en detalle, y proporcionarlos al Congreso del  
Estado y a la Secretaría de Administración y Finanzas para su conocimiento y  
calendarización, respectivamente, así como publicarlos en sus sitios web a más  
tardar el 15 de enero de 2019. 

Que, por otra parte, el referido Decreto 29/2018 estableció, en su artículo  
transitorio segundo, que si a la fecha de su publicación en el Diario Oficial del  
Gobierno del Estado de Yucatán y hasta el cierre del ejercicio fiscal 2018  
existieren remanentes presupuestales, estos serán transferidos al ejercicio fiscal  
2019 y se considerarán ampliaciones automáticas a los respectivos presupuestos  
de las dependencias y entidades ejecutoras, siempre y cuando se cuente con  
recursos disponibles para cubrir esos remanentes. 

Que el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán requiere de  
recursos financieros, materiales y tecnológicos que contribuyan a garantizar una  
administración de justicia expedita, dentro de los plazos y términos legales, con  
base en resoluciones que brinden el máximo de certeza y seguridad jurídica a las  
personas. En este sentido, es importante destacar que la Dirección de  
Administración ha demostrado un desempeño satisfactorio en la adjudicación de  
las compras cotidianas para el desarrollo de la función jurisdiccional, procurando  
siempre obtener las mejores condiciones para el Tribunal en cuanto a precio,  
calidad, financiamiento, oportunidad y otras circunstancias pertinentes. 

Que, con independencia de lo anterior, es necesario la determinación de políticas  
de adquisición relacionadas, en principio, con los montos máximos de adjudicación  
directa y de adjudicación mediante invitación, sin incluir el Impuesto al Valor  
Agregado, de adquisiciones, arrendamientos y servicios relacionados con bienes  
muebles, y de obras públicas; así como con criterios sobre la determinación de la  
cantidad a considerar, para efectos de los montos máximos, en las adjudicaciones  
relacionadas con vales de despensa, vales de gasolina o cualquier otra  
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contraprestación con valor nominal, donde el espectro auditable realmente radica  
en la cantidad erogada con motivo de la contraprestación por el servicio a  
contratar, es decir el monto o importe que exceda al valor nominal devuelto al  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán para la dispersión o  
erogación . 

Que, de igual forma, es importante autorizar para el ejercicio fiscal 2019 la  
continuidad en la contratación del Seguro de Vida Colectivo del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán con GNP, Grupo Nacional  
Provincial, derivado de la eficiencia probada en su cobertura en beneficio de los  
familiares o dependientes económicos de los trabajadores del Tribunal. En efecto,  
GNP, Grupo Nacional Provincial, si bien es una de las compañías de seguros más  
grande de México y tiene calificación de A+ con estabilidad financiera, debe  
subrayarse que, derivado de la lamentable pérdida de un servidor público de este  
Organismo Constitucional Autónomo, ha demostrado contar con una cobertura  
adecuada para garantizar la prestación de sus servicios.  

Que, por otra parte, el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán y  
el Poder Ejecutivo del Gobierno del Estado de Yucatán celebraron, el 13 de  
septiembre de 2018, un contrato de permuta, pasado ante la fe del licenciado  
Manuel Emilio García Ferrón, Titular de la Notaría Pública Número 89, con sede  
en Motul, Yucatán, a través del cual el Tribunal transmitió al Poder Ejecutivo la  
plena propiedad del predio número 746 de la calle 66 de la colonia Francisco de  
Montejo II, inscrito a folio electrónico 651040; y el Poder Ejecutivo transmitió al  
Tribunal la plena propiedad de los predios número 216 de la calle 10 x 37 y 39 de  
la colonia San Juan Grande, inscrito a folio electrónico 594760, y número 117 “A”  
de la calle 17 x 8 “A” y 10 de la colonia México Oriente.  

Que, en ese sentido, ante la eventual conclusión en el año 2019 del contrato de  
arrendamiento del predio ubicado en la calle 42 número 386 letra “A” por 27 y 29  
de la Colonia Jesús Carranza, en esta ciudad, donde actualmente se encuentra la  
sede del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, resulta  
indispensable establecer las bases a las que deberá sujetarse el desarrollo de las  
adecuaciones físicas a los predios propiedad del Tribunal, con la finalidad de  
dotarlos de los elementos necesarios para la instalación, el funcionamiento y el  
desarrollo de las áreas que requiere para la óptima prestación del servicio público  
de impartición de justicia a su cargo, y, en consecuencia, contribuir al  
fortalecimiento de la políticas de austeridad al desarrollar sus competencias en  
instalaciones de su propiedad.   

Que, en consecuencia, es necesario determinar las políticas relacionadas con los  
montos máximos de adjudicación directa y de adjudicación mediante invitación, sin  
incluir el Impuesto al Valor Agregado, de adquisiciones, arrendamientos y servicios  
relacionados con bienes muebles, y de obras públicas, para el Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán para el Ejercicio Fiscal 2019, con la finalidad  
de que el ejercicio presupuestal se realice con base en los principios de legalidad,  
certeza, independencia, honestidad, responsabilidad, eficiencia, eficacia,  
transparencia, rendición de cuentas, austeridad y racionalidad, a fin de lograr la  
eficacia de la justicia administrativa, por lo que el Pleno del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán ha tenido a bien expedir el presente: 

Acuerdo general por el que se emiten las Políticas de adquisición del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán para el Ejercicio  
Fiscal 2019  
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Artículo 1. Objeto 

Este acuerdo tiene por objeto determinar las políticas relacionadas con los montos  
máximos de adjudicación directa y de adjudicación mediante invitación, sin incluir  
el Impuesto al Valor Agregado, de adquisiciones, arrendamientos y servicios  
relacionados con bienes muebles, y de obras públicas, para el Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán para el Ejercicio Fiscal 2019. 

Artículo 2. Principios rectores 

Las políticas contenidas en este acuerdo tienen por finalidad que el ejercicio  
presupuestal se realice con base en los principios de legalidad, certeza,  
independencia, honestidad, responsabilidad, eficiencia, eficacia, transparencia,  
rendición de cuentas, austeridad y racionalidad, para lograr la eficacia de la justicia  
administrativa, por lo que sus contenidos, alcances o interpretación no son  
vinculantes para las partes o el Tribunal en el ejercicio de sus atribuciones  
originarias. 

Artículo 3. Montos máximos para la adjudicación de adquisiciones,  
arrendamientos y servicios relacionados con bienes muebles 

Los montos máximos de adjudicación directa y de adjudicación mediante  
invitación, sin incluir el Impuesto al Valor Agregado, de adquisiciones,  
arrendamientos y servicios relacionados con bienes muebles, que podrá realizar el  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán para el Ejercicio Fiscal  
2019 serán los que se establecen la siguiente tabla:  
 

Monto máximo total de cada operación que  
podrá adjudicarse directamente 

(miles de pesos) 

Monto máximo total de cada operación que 
podrá adjudicarse mediante invitación de, 
por lo menos, tres proveedores 

(miles de pesos) 
221.56 879.15 

 
Cuando el monto de las adquisiciones, arrendamientos o prestación de servicios  
relacionados con bienes muebles fuere mayor que los montos máximos  
establecidos para adjudicación mediante invitación de, por lo menos, tres  
proveedores, en los términos de este artículo, se convocará a licitación pública con  
base en las disposiciones legales y normativas aplicables. 

Artículo 4. Montos máximos para la adjudicación de obras públicas  

Los montos máximos de adjudicación directa y de adjudicación mediante  
invitación, sin incluir el Impuesto al Valor Agregado, de obras públicas, que podrá  
realizar el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán para el  
Ejercicio Fiscal 2019 serán los que se establecen la siguiente tabla:  
 

Monto máximo total  
de cada obra que  
podrá adjudicarse  

directamente 
(miles de pesos) 

 
Monto máximo total  

de cada servicio  
conexo de obra  

pública que podrá  
adjudicarse  

directamente 
(miles de pesos) 

Monto máximo total 
de cada obra que 
podrá adjudicarse 
mediante invitación 
de, por lo menos, 
tres personas  

(miles de pesos) 

Monto máximo total 
de cada servicio 
conexo de obra 
pública que podrá 
adjudicarse  
mediante invitación 
de, por lo menos, 
tres personas  
(miles de pesos) 

527.96 287.55 1,996.36 909.79 
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Cuando el monto de la obra pública o los servicios conexos de obra pública fuere  
mayor que los montos máximos establecidos para adjudicación mediante  
invitación de, por lo menos, tres personas, en los términos de este artículo, se  
convocará a licitación pública con base en las disposiciones legales y normativas  
aplicables. 

Artículo 5. Prohibición de partición 

En ningún caso podrá llevarse a cabo la partición o fraccionamiento de las  
operaciones para quedar comprendidas dentro de los montos máximos de  
adjudicación directa o de adjudicación mediante invitación de, por lo menos, tres  
proveedores o personas, a que se refieren los artículos 2 y 3 de este acuerdo.  

Artículo 6. Elementos para la determinación de montos máximos 

La Dirección de Administración deberá considerar, para efectos de la  
determinación de los montos máximos establecidos en el artículo 3 de este  
acuerdo, en las adjudicaciones relacionadas con vales de despensa, vales de  
gasolina o cualquier otra contraprestación con valor nominal, únicamente la  
cantidad erogada con motivo del servicio a contratar (comisión), es decir el monto  
o importe que exceda al valor nominal devuelto al Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán para la dispersión o erogación.  

Artículo 7. Continuidad en la contratación 

Se autoriza, a partir del Ejercicio Fiscal 2019, la continuidad en la contratación del  
Seguro de Vida Colectivo del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán con GNP, Grupo Nacional Provincial, derivado de la eficiencia probada en  
su cobertura en beneficio de los familiares o dependientes económicos de los  
trabajadores del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, con  
independencia de que, en lo futuro, pueda contratarse a otras compañías que  
ofrezcan condiciones favorables de contratación, operación y cobertura.  

Artículo 8. Bases para las adecuaciones a los predios del Tribunal  

El desarrollo de las adecuaciones físicas a los predios propiedad del Tribunal, con  
la finalidad de dotarlos de los elementos necesarios para la llevar a cabo la  
instalación, el funcionamiento y el desarrollo de las áreas que requiere para la  
óptima prestación del servicio público de impartición de justicia a su cargo, y, en  
consecuencia, contribuir al fortalecimiento de la política de austeridad al  
desarrollar sus competencias en instalaciones de su propiedad, se sujetará a las  
bases que, mediante acuerdo general, emita el Pleno del Tribunal de conformidad  
con lo dispuesto en el artículo 15, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán y demás disposiciones normativas  
aplicables.  

Artículo 9. Actualización de los montos máximos 

Cuando la autoridad competente autorice, de conformidad con lo previsto en la  
Ley de Presupuesto y Contabilidad Gubernamental del Estado de Yucatán, una  
ampliación o reducción al presupuesto anual aprobado, la Dirección de  
Administración deberá comunicarlo al Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Yucatán para ajustar, en su caso, los montos máximos que  
correspondan. 
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Artículo 10. Incumplimiento 

El incumplimiento a las disposiciones establecidas en este acuerdo será  
sancionado conforme a la normativa aplicable en materia de responsabilidades  
administrativas. 

Artículos transitorios 

Primero. Entrada en vigor 

Este acuerdo entrará en vigor el día siguiente al de su aprobación por el Pleno del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Segundo. Máxima publicidad 

Publíquese este acuerdo en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán y  
en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Tercero. Expedición de copias certificadas 

Se instruye al Secretario de Acuerdos, para que, con fundamento en el artículo 34,  
fracciones III y VI, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán expida una copia certificada del acta de la sesión en la que se  
aprobó este acuerdo al Magistrado Presidente y a la Directora de Administración,  
ambos del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, para los  
efectos legales que correspondan.  

Así lo acordó el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán, con aprobación unánime de los Magistrados presentes, en sesión de 28  
de enero de 2019. 

 

(RÚBRICA) 

Magistrado Presidente 
Lic. Miguel Diego Barbosa Lara 

 

(RÚBRICA) 

Magistrada 
Licda. María Guadalupe González 

Góngora 

(RÚBRICA) 

Magistrado 
Lic. José Jesús Mateo Salazar  

Azcorra 

 

(RÚBRICA) 

Secretario de Acuerdos  
Lic. César Prieto Gamboa 
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Acuerdo general por el que se emite el Código de Conducta del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán 

El Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, con  
fundamento en los artículos 75 Quater, párrafo primero, y 98, fracción III, de la  
Constitución Política del Estado de Yucatán; 11, 14 y 15, fracciones IV, XX, XXIV y  
XXIX, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán; 6 y 16 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 5 y 17  
de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán, y décimo  
primero, párrafo primerio, del Acuerdo por el que se dan a conocer los  
Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo 16 de  
la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y 

Considerando: 

Que con la expedición del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan  
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos  
Mexicanos, en materia de combate a la corrupción1, dio inicio un proceso  
transformador del andamiaje legislativo e institucional, especialmente en materia  
de responsabilidades administrativas de los servidores públicos y de combate  
frontal al flagelo que representan los altos índices de corrupción en México. 

Que, de conformidad con los artículos 109, fracción III, de la Constitución Política  
de los Estados Unidos Mexicanos; 5 de la Ley General del Sistema Nacional  
Anticorrupción; 7 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 98,  
fracción III, de la Constitución Política del Estado de Yucatán; 5 de la Ley del  
Sistema Estatal Anticorrupción de Yucatán; y 7 de la Ley de Responsabilidades  
Administrativas del Estado de Yucatán, son principios rectores del servicio público:  
la legalidad, la objetividad, el profesionalismo, la honradez, la lealtad, la  
imparcialidad, la eficiencia, la eficacia, la equidad, la transparencia, la economía,  
la integridad y la competencia por mérito. 

Que la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán  
dispone, en su artículo 1, que este tribunal es un organismo constitucional  
autónomo, máxima autoridad en materia contencioso administrativa, fiscal y de  
responsabilidades administrativas, dotado de plena jurisdicción, autonomía e  
independencia para dictar sus resoluciones e imperio para hacerlas cumplir, que  
tiene por objeto conocer, resolver y dirimir las controversias de carácter  
administrativo y fiscal que se susciten entre la Administración Pública centralizada  
y paraestatal del estado y sus municipios, y los particulares; así como respecto de  
las faltas administrativas graves que correspondan a los servidores públicos y a  
particulares relacionados con hechos de corrupción que constituyan faltas  
administrativas graves, en términos de la legislación aplicable en materia de  
responsabilidades administrativas. 

Que el tribunal, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 11 y 14 de la ley  
en comento, estará organizado conforme lo establece la Constitución, la ley, su  
reglamento interior, y demás acuerdos que emitan su Pleno y su Presidente para  
su adecuado funcionamiento; y el Pleno del Tribunal se integrará por tres  
Magistrados, que resolverán los juicios contenciosos administrativos, recursos,  
procedimientos de responsabilidades administrativas y los demás asuntos que por  
su trascendencia lo requieran. 
                                                            
1 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015. 
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Que la referida ley determina, en su artículo 15, fracciones IV, XX, XXIV y XXIX,  
que el Pleno del Tribunal tiene la atribución de aprobar y expedir acuerdos  
generales; dictar las medidas que exijan el buen servicio y la disciplina en las  
oficinas del tribunal; ordenar la publicación de acuerdos generales en el diario  
oficial del estado; y las demás que la ley y otras disposiciones normativas le  
encomienden. 

Que la Ley General de Responsabilidades Administrativas determina, en su  
artículo 6, que todos los entes públicos están obligados a crear y mantener  
condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento  
del Estado en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor  
público. 

Que la referida ley dispone, en su artículo 16, que los servidores públicos deberán  
observar el código de ética que emitan las secretarías o los órganos internos de  
control, conforme a los lineamientos que emita el Sistema Nacional Anticorrupción  
para que, en su actuación, impere una conducta digna que responda a las  
necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño. Para tal fin, el código de  
ética deberá hacerse del conocimiento de los servidores públicos, así como darle  
la máxima publicidad. 

Que el Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional  
Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y la Ley  
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa señaló, en su artículo  
transitorio tercero, párrafo tercero, que el cumplimiento de las obligaciones  
previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, una vez que  
esta entre en vigor, serán exigibles, en lo que resulte aplicable, hasta en tanto el  
Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, de conformidad con la  
ley de la materia, emita los lineamientos, criterios y demás resoluciones  
conducentes de su competencia.   

Que el 12 de octubre de 2018 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el  
Acuerdo por el que se dan a conocer los Lineamientos para la emisión del Código  
de Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de Responsabilidades  
Administrativas. 

Que los lineamientos antes referidos, de conformidad con lo dispuesto en su  
artículo primero, tienen por objeto establecer los elementos a considerar para la  
emisión del código de ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de  
Responsabilidades Administrativas; así como sentar las bases de principios  
rectores que regirán las políticas transversales, integrales, sistemáticas, continuas  
y evaluables que, en materia de integridad y ética pública, emitan los entes  
públicos. 

Que el instrumento en comento dispone, en su artículo décimo primero, párrafo  
primero, que, para la aplicación del código de ética, cada ente público, previa  
aprobación de su respectivo órgano interno de control, emitirá un código de  
conducta, en el que se especificará de manera puntual y concreta la forma en que  
las personas servidoras públicas aplicarán los principios, valores y reglas de  
integridad contenidas en el código de ética correspondiente. 



MÉRIDA, YUC., MIÉRCOLES 3 DE ABRIL DE 2019.                           DIARIO  OFICIAL                                                                                          PÁGINA 11 

Que Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo  
16 de la Ley General de Responsabilidades Administrativa disponen, en su  
artículo transitorio segundo, que los órganos internos de control y las secretarías  
deberán emitir sus códigos de ética en un plazo de ciento veinte días naturales a  
partir de su publicación.  

Que el 6 de febrero de 2019 el C.P. Santos Narciso Zúñiga Chalé, titular del  
Órgano de Control Interno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán remitió al Pleno del Tribunal el proyecto de Código de Conducta del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, para los efectos legales  
y normativos conducentes. 

Que las leyes y los servidores públicos representan la piedra angular sobre las  
que se edifican las instituciones. Por ello, para hacer del nuevo marco jurídico en  
materia anticorrupción y de responsabilidades administrativas un derecho útil, se  
requiere, en principio, de una transformación en la cultura ética y de servicio a la  
sociedad de cada persona para que, en consecuencia, la prestación del servicio  
público de excelencia y libre de corrupción sea considerado en México un modelo  
habitual y no excepcional.  

Que, en este sentido, para dar cumplimiento a las disposiciones legales arriba  
referidas, así como a las obligaciones normativas que de ellas derivan, resulta  
necesario emitir un instrumento de política de integridad y prevención que  
establezca, de manera puntual y concreta, la forma en que los servidores  
judiciales administrativos aplicarán los principios, valores y reglas de integridad  
contenidas en el Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán, por lo que el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán ha tenido a bien expedir el presente: 

Acuerdo general por el que se emite el Código de Conducta del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán 

Artículo único. Se emite el Código de Conducta del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán.  

Código de Conducta del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán  

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto 

El Código de Conducta del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán es el instrumento de política de integridad y prevención que tiene por  
objeto establecer, de manera puntual y concreta, la forma en que los servidores  
judiciales administrativos aplicarán los principios, valores y reglas de integridad  
contenidas en el Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán. 

Artículo 2. Definiciones 

Para los efectos de este código de conducta, se entenderá por: 
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I. Código de conducta: el Código de Conducta del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán.  

 II. Código de ética: el Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Yucatán. 

 III. Comité de ética y conducta: el Comité de Ética y Conducta del Tribunal  
de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

IV. Ley: la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán. 

V. Órgano de Control Interno: el Órgano de Control Interno del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

VI. Personas servidoras públicas: los Magistrados y toda persona que  
presta un servicio remunerado al tribunal bajo la dirección y dependencia de un  
superior jerárquico, incluido el personal profesional, técnico, administrativo y  
secretarial, conforme a las facultades y obligaciones que la legislación y la  
normatividad les confiere.  

VII. Tribunal: el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Artículo 3. Ámbito de aplicación 

Los principios, valores, reglas de integridad y demás normas del código de ética,  
así como las disposiciones de este código de conducta, son de observancia  
obligatoria para las personas servidoras públicas, de conformidad con lo dispuesto  
por el artículo 16 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en la  
medida en que resulten aplicables a la función que cada una de ellas desempeña  
y con base en las disposiciones de este instrumento. 

Artículo 4. Directrices 

Las personas servidoras públicas, para la aplicación de los principios y el ejercicio  
de los valores y las reglas de integridad contenidos en el código de ética, deberán  
conocer y observar las directrices establecidas en el artículo 7 de la Ley General  
de Responsabilidades Administrativas, así como las disposiciones de este código.  

Artículo 5. Vigilancia 

El comité de ética y conducta tendrá a su cargo fomentar y vigilar la aplicación y el  
cumplimiento del código de ética y de este código por parte de las personas  
servidores públicas, de conformidad con las disposiciones de su acuerdo de  
regulación. 

Capítulo II 
Vinculación 

Artículo 6. Misión y visión 

Las personas servidores públicas en el ejercicio de sus funciones considerarán la  
misión y visión del Tribunal, en los siguientes términos: 
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I. Visión: dirimir las controversias de carácter administrativo y fiscal que se  
susciten entre la Administración Pública centralizada y paraestatal del estado y  
sus municipios, y los particulares; e imponer, en los términos que disponga la ley,  
las sanciones a los servidores públicos por responsabilidades administrativas  
graves, y a los particulares que participen en actos vinculados con faltas  
administrativas graves, así́ como fincar a los responsables el pago de las  
indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios  
que afecten a la Hacienda Pública estatal o municipal o al patrimonio de los entes  
públicos estatales o municipales. 

II. Misión: ser reconocido como un órgano de capital humano profesional  
con calidad humana, confiable por sus mecanismos de transparencia y de  
rendición de cuentas, con una administración responsable y eficaz que da  
resultados y se encuentra a la vanguardia. 

Artículo 7. Objeto 

El Tribunal, en términos del artículo 2 de la ley, es un organismo constitucional  
autónomo, máxima autoridad en materia contencioso administrativa, fiscal y de  
responsabilidades administrativas, dotado de plena jurisdicción, autonomía e  
independencia para dictar sus resoluciones e imperio para hacerlas cumplir, que  
tiene por objeto conocer, resolver y dirimir las controversias de carácter  
administrativo y fiscal que se susciten entre la Administración Pública centralizada  
y paraestatal del estado y sus municipios, y los particulares; así como respecto de  
las faltas administrativas graves que correspondan a los servidores públicos y a  
particulares relacionados con hechos de corrupción que constituyan faltas  
administrativas graves, en términos de la legislación aplicable en materia de  
responsabilidades administrativas. 

Artículo 8. Atribuciones 

El Tribunal, para el cumplimiento de su objeto, tendrá competencia para conocer y  
resolver los asuntos establecidos en el artículo 3 de la ley. 

Artículo 9. Principios 

Las personas servidoras públicas, en los términos del artículo 7 del código de  
ética, deberán observar, en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los  
principios rectores, constitucionales y legales, del servicio público de competencia  
por mérito, disciplina, economía, eficacia, eficiencia, equidad, honradez,  
imparcialidad, integridad, lealtad, legalidad, objetividad, profesionalismo, rendición  
de cuentas y transparencia.  

Artículo 10. Valores  

Las personas servidoras públicas, en los términos del artículo 8 del código de  
ética, deberán observar, en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los  
valores de cooperación, entorno cultural y ecológico, equidad de género, igualdad  
y no discriminación, interés público, liderazgo, respeto y respeto a los derechos  
humanos. 

 



PÁGINA 14                                                                                            DIARIO  OFICIAL                         MÉRIDA, YUC., MIÉRCOLES 3 DE ABRIL DE 2019. 

Artículo 11. Reglas de integridad 

Las personas servidoras públicas, en los términos del artículo 9 del código de  
ética, deberán observar, en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, las  
reglas de integridad relacionadas con la actuación pública; la administración de  
bienes muebles e inmuebles; el comportamiento digno; las contrataciones  
públicas; el control interno; la cooperación con la integridad; el desempeño  
permanente con integridad; la información pública; el procedimiento administrativo;  
los procesos de evaluación; los recursos humanos; y los trámites y servicios. 

Capítulo III 
Conductas de las personas servidoras públicas  

Sección primera 
Función judicial 

Artículo 12. Impartir justicia administrativa independiente y de excelencia  

Las personas servidoras públicas ejercen las funciones que les son propias en el  
marco de las disposiciones constitucionales, de las leyes, reglamentos y acuerdos  
vigentes en el territorio de su competencia con la finalidad de brindar justicia  
administrativa independiente y de excelencia. 
 

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Equidad 

Imparcialidad 

Objetividad 

Profesionalismo 

Equidad de género 

Igualdad y no discriminación 

Respeto a los derechos  
humanos 

Actuación pública 

Desempeño permanente con 
integridad 

 

 
Las personas servidoras públicas imparten justicia administrativa independiente y  
de excelencia, cuando se rigen por los siguientes principios específicos inherentes  
a la función del juzgador:  

I. Excelencia, entendida como el máximo grado de perfección al que debe  
aspirar toda persona servidora pública, que implica el afán constante de cultivar en  
la práctica los principios, valores y virtudes que la sociedad espera encontrar en  
las personas que dicen el Derecho. La persona servidora pública imparte justicia  
administrativa de excelencia, cuando: 

a) Orienta permanentemente su actuación con apego a la ley, en  
beneficio de la persona. 

b) Decide conforme a un criterio justo, recto y objetivo, ponderando  
las consecuencias que pueda producir su resolución. 

c) Supera con entereza las dificultades que se presentan en el  
ejercicio de la función jurisdiccional. 

d) Logra la confianza y el respeto de la sociedad que merece el  
resultado de un trabajo dedicado, responsable y honesto. 
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e) Actúa de tal manera que su comportamiento público y privado sea  
congruente con la dignidad del cargo y función que desempeña. 

f) Reconoce las debilidades y capacidades en su actuación, así como  
también persevera en el eficaz cumplimiento de sus resoluciones. 

g) Evita actitudes que denoten alarde de poder o de ostentación que  
vayan en demérito de la respetabilidad de su cargo. 

h) Procura constantemente acrecentar su cultura en las ciencias  
auxiliares del Derecho. 

i) Estudia con acuciosidad los expedientes, las pruebas y los  
proyectos en que deba intervenir. 

j) Funda y motiva sus resoluciones, evitando las afirmaciones  
dogmáticas. 

II. Imparcialidad, entendida como la actitud de las personas servidoras  
públicas frente a influencias extrañas al Derecho provenientes de las partes en los  
procesos sometidos a su potestad; y consiste en juzgar, con ausencia absoluta de  
designio anticipado o de prevención a favor o en contra de alguno de los  
justiciables, protegiendo los derechos de todas las personas. La persona servidora  
pública imparte justicia administrativa con imparcialidad, cuando: 

a) Evita prácticas discriminatorias por motivo de raza, origen étnico,  
nacionalidad, género e identidad de género, edad, discapacidades,  
condiciones de salud, social, económica o lingüística, preferencias  
sexuales, identidad sexual, filiación, instrucción, religión, ideología política,  
o cualquier otro. 

b) Evita la concesión de ventajas o privilegios a cualquiera de las  
partes que no se encuentren previstos en la ley. 

c) Rechaza cualquier dádiva que provenga de alguna de las partes o  
de terceros, para sí o para su cónyuge, parientes consanguíneos, parientes  
civiles o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales  
o de negocios, o para socios o sociedades de las que el servidor público o  
las personas antes referidas formen parte. 

d) Omite hacer o aceptar invitaciones que considere pueden  
comprometer su imparcialidad. 

e) Prescinde de entrevistas o reuniones con las partes o sus  
representantes, fuera de las oficinas del órgano jurisdiccional en el que  
ejerza su función. 

f) Rehúsa emitir opiniones que impliquen prejuzgar sobre un asunto. 

g) Evita proporcionar información confidencial o comercial reservada  
derivada de los asuntos de su conocimiento. 
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h) Omite la prestación de tratos preferenciales o especiales con los  
abogados y con los justiciables, tanto de su persona como a través de otros  
integrantes del Tribunal.  

i) Valora, en su quehacer cotidiano, que, frente a él, los gobernados y  
la representación de la administración pública, en su carácter de partes en  
el juicio, preservan igualdad de derechos. 

j) Supera los prejuicios que pueden incidir indebidamente en la  
apreciación de los hechos y en la valoración de las pruebas, así como en la  
interpretación y aplicación de la ley. 

III. Independencia: entendida como la actitud de las personas servidoras  
públicas para emitir su criterio libremente, exento de influencias extrañas, y  
apegado solo a derecho, particularmente reflejando la autonomía o no sujeción de  
las propias decisiones a pareceres o intereses ajenos. La persona servidora  
pública imparte justicia administrativa con independencia, cuando: 

a) Juzga conforme a derecho y sostiene un criterio libre de presiones  
y conflicto de intereses. 

b) Rechaza con firmeza cualquier intento de influencia jerárquica,  
política, de grupos de presión, amistad o recomendación de cualquier  
índole, que tienda a incidir en el trámite o resolución de los asuntos de su  
conocimiento. 

c) Denuncia ante la autoridad competente cualquier acto que tienda a  
vulnerar su independencia. 

d) Evita involucrarse en actividades o situaciones que pueden afectar  
directa o indirectamente sus decisiones. 

e) No insinúa o sugiere, con un fin ilegítimo, el sentido en que deban  
emitir los Magistrados sus determinaciones. 

f) Evita participar en asuntos partidistas que puedan afectar el libre  
ejercicio de sus funciones en el Tribunal.  

g) Desarrolla el trámite de los juicios y recursos y, posteriormente,  
dicta sus resoluciones con plena consciencia, libertad y responsabilidad. 

h) Evita tomar decisiones por influencia pública, temor a la crítica,  
consideraciones de popularidad, notoriedad o por motivaciones impropias o  
inadecuadas a la función judicial. 

i) Tiene conciencia plena ante situaciones, actividades o intereses  
incompatibles con sus funciones, las que no deberán influir por ningún  
motivo en la toma de decisiones. 

j) Se abstiene oportunamente de intervenir en cualquier asunto que  
sea sometido a su conocimiento, cuando resulte involucrado en conflictos  
de intereses, y comunica esta situación al superior jerárquico o al órgano  
del que forme parte. 
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IV. Objetividad: entendida como la actitud de las personas servidoras  
públicas frente a influencias extrañas al Derecho, provenientes de sí mismo; y  
consiste en emitir sus resoluciones por razones que las normas jurídicas dictan, y  
no por las que se deriven por factores subjetivos como su modo personal de  
pensar o de sentir. La persona servidora pública imparte justicia administrativa con  
objetividad, cuando: 

a) Emite sus resoluciones conforme a derecho, sin que se involucre  
su modo de pensar o de sentir, alejándose de cualquier prejuicio o  
aprensión.  

b) No pretende, con base en una resolución, obtener un  
reconocimiento personal o evitar reclamos.  

c) Evita privilegiar, al tomar sus decisiones en forma individual o  
colegiada, el beneficio o ventaja personal frente a la realización del  
derecho. 

d) Trata con respeto a sus pares, escucha con atención y apertura de  
entendimiento los planteamientos, y dialoga con razones, asertividad y  
tolerancia, cuando forma parte de un órgano colegiado. 

e) No actúa impulsivamente apartándose de la serenidad y el  
equilibrio interno, ni adopta decisiones que reflejan aprensiones, prejuicios o  
discriminación. 

f) Realiza el estudio de los argumentos formulados por las partes en  
sus escritos. 

g) Contribuye, con la calidad de su trabajo, a la prestación de un  
servicio de excelencia, con el propósito de motivar certeza jurídica y  
confianza en la sociedad. 

h) Es exhaustivo en el conocimiento y en la interpretación de los  
hechos a la luz del derecho aplicable, de tal forma que guíen e inspiren sus  
decisiones y acciones. 

i) Llega hasta el fondo de las cosas a través de pruebas y  
razonamientos, así como mediante el diálogo y el intercambio de  
perspectivas que permiten formarle una apreciación más completa,  
coherente y objetiva de la realidad. 

j) Reconoce que por el desempeño de sus funciones la única  
remuneración a la que se tiene derecho es la que otorga el Tribunal.  

V. Profesionalismo: entendida como la disposición de las personas  
servidoras públicas para ejercer de manera responsable la función jurisdiccional,  
con relevante capacidad y aplicación, con base en los conocimientos técnicos  
necesarios y el respeto a la práctica jurídica común. La persona servidora pública  
imparte justicia con profesionalismo, cuando: 

a) Evita realizar actos que pueden mermar la respetabilidad propia de  
su cargo, tanto en el ámbito público como en el privado, y guarda el secreto  
profesional sujeto a lo que señala la ley. 
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b) Actualiza permanentemente sus conocimientos jurídicos sobre  
textos legales, sus modificaciones, la jurisprudencia, los precedentes y la  
doctrina relativa, así como también su cultura en las ciencias auxiliares del  
derecho. 

c) Analiza exhaustiva y acuciosamente los asuntos en los que deba  
intervenir.  

d) Procura un desempeño con mística de justicia, emite sus  
resoluciones dentro de los plazos legales y realiza las acciones necesarias  
para que se cumplan cabalmente. 

e) Asume responsablemente las consecuencias de sus decisiones y,  
en su caso, acepta sus errores y obtiene un aprendizaje significativo para  
mejorar su desempeño. 

f) Ejerce por sí mismo las funciones indelegables que correspondan a  
su cargo. 

g) Brinda un trato amable y respetuoso a los justiciables, así como  
también escucha con atención y respeto los alegatos verbales que le  
formulen. 

h) Administra con diligencia, esmero y eficacia el área a su cargo,  
cuidando el buen uso de los recursos que le son asignados y la excelencia  
en la función. 

i) Se separa de su cargo cuando existen motivos personales o de  
salud que le impidan realizar adecuadamente sus funciones. 

j) Cumple con sus deberes de manera tal que las demás personas  
servidoras públicas puedan asumirlo como ejemplo de conducta. 

Sección II 
Conductas complementarias a la función judicial 

Artículo 13. Conocer y respetar el marco jurídico e institucional  

Las personas servidoras públicas deben conocer y aplicar correctamente la  
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados  
Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, la Constitución Política  
del Estado de Yucatán, así como el marco jurídico secundario e institucional que  
rige al Tribunal y a la unidad administrativa de su adscripción, con la finalidad de  
sustentar un criterio unificado que fortalezca los intereses institucionales y el  
sentido de identidad.  
 

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Legalidad 

Lealtad 

Interés público 

Liderazgo 

Respeto a los derechos  
humanos 

Comportamiento digno 
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La persona servidora pública conoce y respeta el marco jurídico e institucional,  
cuando:  

I. Conoce, cumple y aplica el marco jurídico e institucional. 

II. Implementa el marco filosófico, es decir, la misión, la visión, los  
principios, los valores y las reglas de integridad, en el ejercicio cotidiano de sus  
facultades y obligaciones. 

III. Interviene en los procesos de actualización de los manuales de políticas  
y procedimientos y demás normatividad interna del Tribunal. 

IV. Colabora los organismos públicos protectores de derechos humanos y  
de prevención de la discriminación en las investigaciones por presuntas  
violaciones en estas materias y, en su caso, acepta las recomendaciones que  
emitan. 

V. Realiza interpretaciones fidedignas, confiables y verificables de acuerdo  
con la legislación aplicable, los hechos planteados y probados por los ciudadanos  
y las autoridades, así como las sanas prácticas y examina cada una de las  
pruebas con rigor analítico.  

VI. Inspira seguridad a las partes y confianza en la sociedad, a través de  
resoluciones que se justifiquen por sí mismas, con base en razones jurídicamente  
válidas y con apego a la verdad, deducidas de los hechos probados.  

VII. Funda y motiva adecuadamente sus resoluciones, lo que implica no  
solo citar los preceptos jurídicos o tesis aplicables, sino argumentar  
convincentemente porqué son aplicables al caso, es decir, no solo las fundamenta  
suficiente y pertinentemente, sino que las motiva en forma adecuada y  
socialmente responsable. 

VIII. Expresa y da a conocer sus decisiones y resoluciones en un lenguaje  
jurídico claro y llano a fin de contribuir a la certeza jurídica.  

IX. Respeta la identidad gráfica del Tribunal dentro y fuera de la jornada  
laboral. 

X. Implementa, a través del comité de ética y conducta, y en coordinación  
con las unidades administrativas competentes, programas de capacitación  
obligatorios y complementarios, que aseguren que los servidores públicos  
conozcan y observen las normas jurídicas aplicables, incluyendo los Tratados  
Internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, en especial aquellos en  
materia de derechos humanos, así como la jurisprudencia nacional e internacional  
que corresponda. 

Artículo 14. Demostrar actitud de servicio  

Las personas servidoras públicas tienen como finalidad primigenia servir a la  
sociedad que depositó su confianza en ellos al otorgarles el cargo que ostentan;  
por ello, deben tener plena consciencia de que en la realización de las altas  
responsabilidades y tareas que les han sido encomendadas, se espera, de cada  
uno, un trabajo profesional caracterizado por la intención, el cuidado y la diligencia  
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de toda persona responsable, inspirando de esta forma respeto y confianza en las  
partes. Así, las personas servidoras públicas deben ser identificados por la  
sociedad como profesionales apegados a la verdad de los hechos y con  
conocimiento y fidelidad a la ley, reconocidos por su conducta honorable y activa  
en favor del bien común, de tal forma que el desempeño laboral constituya un  
reflejo de la integridad del personal. 
 

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Eficacia 

Eficiencia  

Honradez 

Integridad 

Respeto 

Trámites y servicios 

Actuación pública 

Control interno 

Cooperación con la integridad 

 
La persona servidora pública demuestra actitud de servicio, cuando:  

I. Cumple sus facultades y obligaciones, así como los deberes asignados  
con competencia, laboriosidad y fidelidad hacia el Tribunal; y reconoce que no  
existe función modesta, por lo que todas deben realizarse con igual entusiasmo  
para conseguir una labor conjunta digna del estado y de la Nación. 

II. Es puntual y cumple con los horarios de la jornada laboral. 

III. Atiende a las partes y a las demás personas servidoras públicas, de  
forma diligente y respetuosa en el Tribunal, durante los horarios establecidos para  
tal efecto. 

IV. Vela por prestar un servicio de calidad, siempre con la conciencia de  
que su actuación contribuye al cumplimiento de los objetivos institucionales.  

V. Omite hacer recomendaciones o solicitar favores personales,  
relacionados con los asuntos del Tribunal. 

VI. Guarda decoro y mesura en su persona y en sus actos, en tanto la  
función que desempeñan supone la obligación de servir a su patria y al estado de  
forma honrosa y respetable. 

VII. Trabaja con honradez y eficiencia, aportando soluciones para las  
dificultades que se presentan en su quehacer cotidiano, sorteando tanto como sea  
posible cualquier obstáculo. 

VIII. Es constante y diligente en la ejecución de las labores sin perder el  
tiempo en distracciones digitales o por visitas a otras unidades o conversaciones  
innecesarias. 

IX. Cumple, en su caso, con los tiempos de descanso asignados para  
refrigerios o ingesta de alimentos. 

X. Mantiene una actitud permanente de seguimiento, supervisión y  
evaluación de los resultados de los servicios brindados a las partes. 
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Artículo 15. Garantizar la cultura de la transparencia, la protección de datos  
personales y la justicia abierta  

Las personas servidoras públicas, en el ámbito de su competencia, deben  
garantizar el libre acceso de los ciudadanos, y los legítimamente interesados, a la  
información relacionada, entre otros aspectos, con sus decisiones, en el marco  
que la ley establece, a través de la aplicación del principio de máxima publicidad  
de la información y de las actuaciones oficiales, no catalogadas en modo diverso  
por la normativa aplicable. De igual forma, ajustar su conducta al derecho que  
tiene la sociedad de estar informada sobre la actividad desarrollada por el Tribunal  
y el correlativo deber de esta de rendir cuentas en forma veraz, de tal forma que la  
actividad jurisdiccional se armonice con los principios de la justicia abierta exigidos  
en la actualidad, ante una sociedad escéptica del actuar de las instituciones. 
 

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Transparencia 

Rendición de cuentas 

 

Interés público 

Respeto a los derechos  
humanos 

Información pública 

Trámites y servicios 

 
La persona servidora pública garantiza la cultura de la transparencia, la protección  
de datos personales y la justicia abierta, cuando:  

I. Contesta a las solicitudes de acceso a la información pública bajo los  
principios establecidos en la Ley General de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública y demás disposiciones legales y normativas aplicables en la  
materia, a través de mecanismos idóneos y sencillos para la ciudadanía. 

II. Contribuye a la transparencia y difusión de la información pública que el  
Tribunal, en su carácter de sujeto obligado, debe publicar y mantener actualizada,  
en términos de lo establecido en el marco jurídico en materia de transparencia.  

III. Clasifica como reservada temporalmente la información únicamente por  
razones de interés público y seguridad nacional, o bien, por cualquiera de las  
establecidas en el artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública. 

IV. No es negligente, ni actúa con dolo o mala fe para negarse, obstaculizar,  
destruir, declarar como inexistente u ocultar información.  

V. Incursiona en acciones de transparencia proactiva y de justicia abierta,  
es decir genera y publica información más allá de la requerida por mandato de ley,  
y procura la participación ciudadana a través de diversos medios de concertación. 

VI. Protege los datos personales e información sensible a los que tenga  
acceso o conocimiento con motivo de su encargo. 

VII. Hace un uso adecuado de los sistemas de información a los que tengan  
acceso en el marco de sus atribuciones, con la finalidad de garantizar el derecho a  
la privacidad, a la intimidad y otros que se relacionen con la protección de la  
dignidad de las personas. 
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VIII. Presenta su declaración patrimonial y de intereses, de conformidad con  
el marco legal aplicable, y en la periodicidad solicitada. 

IX. Fomenta una relación estrecha con los medios de comunicación, la  
opinión pública y la ciudadanía en general, a través de sus sentencias como  
principal vehículo de comunicación y como la principal herramienta para fomentar  
una justicia abierta. 

X. Impulsa la transparencia, la participación y la colaboración ciudadana en  
el ámbito de competencia del Tribunal, especialmente en las audiencias públicas y  
la información de los procesos judiciales.  

Artículo 16. Asumir la cultura de control y responsabilidad  

Las personas servidoras públicas están conscientes de que el suministro de  
bienes y materiales tiene por finalidad contribuir al mejor desempeño de sus  
funciones y, en consecuencia, el logro de los objetivos institucionales, por lo que  
deben hacer un uso eficiente y eficaz, así como también procurar el ahorro de  
energía e insumos materiales para contribuir a la preservación del medio  
ambiente.  
 

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Disciplina 

Economía 
Entorno cultural y ecológico Administración de bienes  

muebles e inmuebles 

 
La persona servidora pública asume la cultura de control y responsabilidad,  
cuando:  

I. Procura el uso óptimo y racional de los recursos, tomando en cuenta su  
calidad de públicos, por lo que evita todo derroche, abuso o uso con fines distintos  
de aquellos para los que fueron asignados. 

II. Informa al superior jerárquico sobre el uso impropio o actividades  
ejecutadas por terceros que resulten en daño de los bienes o del patrimonio del  
Tribunal.  

III. Utiliza las tecnologías de la información y comunicación, así como las  
bases de datos, conforme las políticas de uso y seguridad del Tribunal.  

IV. Mantiene actualizado el registro de los bienes asignados para el  
ejercicio de sus funciones.   

V. Reutiliza el material de oficina cuanto sea posible, especialmente el  
papel reciclado para imprimir o fotocopiar documentación interna. 

VI. Utiliza racionalmente el agua, el papel y la energía eléctrica de las  
oficinas del Tribunal, y apaga la luz, las computadoras y demás aparatos eléctricos  
cuando no se utilicen.  

VII. Privilegia el uso del correo electrónico institucional en lugar de medios  
impresos. 
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VIII. Observa las disposiciones institucionales en materia de separación de  
desechos orgánicos e inorgánicos. 

IX. Reporta al área responsable del mantenimiento cualquier falla o  
desperfecto en los bienes muebles e inmuebles del Tribunal de la que tenga  
conocimiento. 

X. Cumple estrictamente con las disposiciones de uso y seguridad de las  
instalaciones, incluyendo estacionamientos y sanitarios. 

Artículo 17. Procurar el ambiente laboral  

Las personas servidoras públicas fomentan en todo momento la vivencia de los  
valores que facilitan la convivencia e interacción entre quienes integran el Tribunal  
y propician un ambiente laboral sano, basado en el respeto mutuo, sin  
discriminación, distinción, exclusión, restricción o preferencia de cualquier tipo.  
 

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Disciplina 

Profesionalismo 

Cooperación 

Equidad de género 

Respeto 

Procesos de evaluación 

Recursos humanos 

 
La persona servidora pública procura el ambiente laboral, cuando:  

I. Elimina cualquier mecanismo que pudiera, directa o indirectamente,  
generar exclusión o diferenciaciones desventajosas para que todas las personas  
servidoras públicas gocen y ejerzan sus derechos en igualdad de trato. 

II. Fomenta en todas las personas servidoras públicas, sin importar su  
rango o área de adscripción, una actitud de respeto mutuo como parte del carácter  
que se espera del personal. 

III. Promueve una comunicación efectiva, de manera clara, cordial y  
respetuosa, ya sea del tipo formal o informal, en relación con sus compañeros y  
superiores. 

IV. Evita cualquier actitud comunicativa que, tanto en forma como en fondo,  
pueda tener repercusiones negativas en el clima organizacional y, en  
consecuencia, en el logro de los objetivos institucionales del Tribunal. 

V. Propicia un ambiente laboral libre de violencia al no ejercerla, no  
permitirla y denunciarla de ser el caso.  

VI. Rechaza toda forma de violencia u hostigamiento sexual o que esté  
referida a las diferencias personales y culturales o de preferencia política. 

VII. Evita encontrarse bajo el efecto evidente de sustancias alcohólicas, de  
estupefacientes o sustancias de efecto análogo durante la prestación laboral, así  
como consumir, ofrecer o ceder bajo cualquier título sustancias estupefacientes o  
de efecto análogo. 
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VIII. Evita toda acción que distraiga, moleste o perturbe a las demás  
personas servidoras públicas. 

IX. Respeta la privacidad y los derechos de las demás personas servidoras  
públicas y, en consecuencia, evita propagar rumores o comentarios que lesionen  
su integridad moral o reputación.  

X. Se abstiene de presentar quejas o denuncias injustificadas o infundadas  
en contra de otras personas servidoras públicas y, en caso de hacerlo, acepta las  
consecuencias legales o normativas que derivan de dichos actos. 

Artículo 18. Contribuir al perfeccionamiento y la difusión del conocimiento  

Las personas servidoras públicas contribuyen activamente en los procesos de  
profesionalización, así como de mejora y difusión del conocimiento en sus  
respectivos ámbitos de competencia, con la finalidad de fortalecer el crecimiento  
institucional.  

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Competencia por mérito 

Profesionalismo 

Liderazgo 

Respeto a los derechos  
humanos 

Cooperación 

Procesos de evaluación 

La persona servidora pública contribuye al perfeccionamiento y la difusión del  
conocimiento, cuando:  

I. Promueve la cultura y las iniciativas encaminadas a la difusión del  
conocimiento al interior y al exterior de la unidad administrativa de su adscripción. 

II. Resalta la importancia de los criterios judiciales y las contribuciones que  
estos aportan en las materias de competencia del Tribunal.  

III. Promueve la consolidación de una cultura del servicio público basada en  
la convicción personal, vocación de servir y apego al Tribunal.  

 IV. Procura, con base en la actualización académica permanente, la  
implementación de mejores prácticas judiciales o administrativas, así como el  
incremento en la calidad de su desempeño. 

V. Acude puntualmente a reuniones, capacitaciones y otras actividades o  
compromisos institucionales. 

VI. Participa en las convocatorias relacionadas con la implementación del  
sistema profesional de carrera jurisdiccional y cursa los programas de capacitación  
obligatorios y complementarios y, en su caso, obtiene la certificación respectiva. 

VII. Brinda facilidades para que el personal a su cargo se capacite, con  
independencia de las cargas de trabajo. 

VIII. Promueve la participación equitativa de mujeres y hombres en los  
programas de capacitación y formación continua.  
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IX. Realiza aportaciones académicas a través de la publicación de sus  
obras o de su participación en foros o conferencias, que contribuyen al crecimiento  
institucional del Tribunal. 

X. Acude voluntariamente a los seminarios o cursos relacionados con las  
competencias del Tribunal para actualizar sus conocimientos y elevar su desarrollo  
personal. 

Artículo 19. Asumir una actitud ejemplar frente al Sistema Estatal  
Anticorrupción 

Las personas servidoras públicas, en el ámbito de sus respectivas atribuciones,  
deberán conocer los principios y bases generales del Sistema Nacional  
Anticorrupción y del Sistema Estatal Anticorrupción de Yucatán, así como  
coadyuvar en su implementación y adecuada operación, con la finalidad de que el  
Tribunal, en su carácter de autoridad terminal en materia de responsabilidades  
administrativas graves, sea referente en la materia. 
 

Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Legalidad 

Lealtad 

Honradez  

Interés público 

Liderazgo 

Respeto a los derechos  
humanos 

 

Actuación pública 

Control interno 

 

 
La persona servidora pública asume una actitud ejemplar frente al Sistema Estatal  
Anticorrupción de Yucatán, cuando:  

I. Salvaguarda, en el ejercicio del servicio público, los intereses y busca  
siempre el beneficio del Tribunal. 

II. Identifica, evita y denuncia toda forma de corrupción y conflictos de  
interés.  

 III. Colabora en la implementación y adecuada operación, en el ámbito de  
su competencia, de los sistemas nacional y estatal anticorrupción. 

IV. Contribuye a combatir la crisis de confianza y legitimidad que enfrentan  
las instituciones judiciales en México. 

V. Propone la implementación de políticas públicas o mejores prácticas para  
evitar cualquier acto que pueda implicar un riesgo o ser considerado como de  
corrupción.  

VI. Se excusa de intervenir en cualquier forma de atención, tramitación o  
resolución de asunto en los que tengan interés personal, familiar o de negocios y  
estos puedan afectar el desempeño independiente e imparcial de su empleo,  
cargo, comisión o función.  
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VII. Evita cualquier posibilidad real o potencial de obtener un beneficio de  
manera ilegítima sea personal, para personas allegadas o para una tercera  
persona, como resultado de las funciones, cargo o competencia. 

VIII. Cumple cabalmente con las obligaciones de su empleo, cargo o  
comisión sin observar ideologías, preferencias partidistas y creencias religiosas u  
otras. 

IX. Rechaza regalos o estímulos de cualquier tipo que pretendan influir en  
sus decisiones como persona servidora pública.  

X. Evita cualquier actividad que pueda generar duda sobre la integridad,  
transparencia y responsabilidad con que se actúa en el Tribunal. 

Artículo 20. Mantener relaciones éticas con instituciones, proveedores y  
colaboradores externos  

Las personas servidoras públicas se comprometen a buscar en las instituciones,  
proveedores y colaboradores externos, el profesionalismo idóneo y el compromiso  
de compartir los principios, valores y reglas de integridad previstas en el código de  
ética, por resultar actores esenciales en la dotación de los insumos adecuados  
para la prestación de los servicios instituciones, a efecto de promover la  
construcción de relaciones duraderas entre estos y el Tribunal, en un marco de  
integridad y transparencia.   

 
Principios constitucionales Valores Reglas de integridad 

Integridad 

Legalidad 

Rendición de cuentas 

Transparencia 

Interés público 

 

Contrataciones públicas 

Procedimiento administrativo 

 

 

La persona servidora pública mantiene relaciones éticas con instituciones,  
proveedores y colaboradores externos, cuando:  

I. Observa los procedimientos internos para la selección y la gestión de las  
relaciones con las instituciones, proveedores y colaboradores externos. 

II. Es imparcial en la selección, designación, contratación y, en su caso,  
remoción o rescisión del contrato, en los procedimientos de contratación. 

III. Solicita el cumplimiento de los mismos requisitos a todas las personas  
proveedoras de conformidad con la normatividad aplicable.  

IV. Adopta en la selección de los contratos criterios de valoración objetivos,  
con modalidades definidas y transparentes, que otorgan un trato equitativo a los  
licitantes. 
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V. Incluye en los contratos la confirmación de haber tomado conocimiento  
del código de ética y del código de conducta. 

VI. Elige a la persona proveedora que ofrezca las mejores condiciones  
disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás  
circunstancias pertinentes de conformidad con lo que establezca la normatividad  
aplicable. 

VII. Fundamenta las relaciones con los proveedores en la integridad, la  
transparencia, el respeto mutuo y las disposiciones legales y normativas  
aplicables.  

VIII. Cumple y hacer cumplir de forma íntegra las obligaciones contraídas  
por ambas partes y, en su caso, informa oportunamente a sus superiores las  
posibles violaciones al código de ética y este código relacionadas con las  
contrataciones. 

IX. Evita proporcionar información a terceras personas y aquellas que no  
estén autorizadas para ello, en el marco del proceso de contratación.  

X. No impide a persona alguna, que posea los requisitos solicitados, la  
posibilidad de competir para la adjudicación de un contrato. 

Capítulo IV 
Capacitación 

Artículo 21. Conocimiento 

Toda persona que ingrese o se encuentre adscrita como servidor público en el  
Tribunal, tanto en las unidades jurisdiccionales como administrativas, deberá  
conocer el código de conducta, y asumir el compromiso de su debido  
cumplimiento.  

Artículo 22. Presentación del compromiso  

El compromiso de cumplimiento del código de conducta deberá presentarse ante  
el Órgano de Control Interno, en los siguientes plazos: 

I. Compromiso inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la  
toma de posesión del cargo o del inicio del empleo o comisión. 

II. Compromiso anual, durante el mes de mayo de cada año, salvo que  
durante ese mismo año hubiere presentado el compromiso inicial. 

Artículo 23. Capacitación 

El Órgano de Control Interno, en coordinación con la Dirección de Administración,  
elaborará un programa de inducción para las personas servidoras públicas que  
estará integrado por contenidos básicos relacionados con el código de conducta,  
el desempeño de sus funciones, la igualdad de género, el funcionamiento y la  
operación del Tribunal, y la normativa aplicable como sujetos de responsabilidades  
que les permita desarrollar su perfil profesional. 
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La Dirección de Administración deberá comunicar al Órgano de Control Interno,  
dentro de los treinta días hábiles siguientes a la contratación, la fecha de inicio en  
el ejercicio del empleo, cargo o comisión de los servidores públicos, para la  
programación e implementación del curso de inducción respectivo, el cual no  
podrá realizarse en un plazo superior a los ciento veinte días naturales, contado a  
partir del inicio del ejercicio del empleo, cargo o comisión del acuerdo respectivo. 

Artículo 24. Difusión 

El código de conducta y sus modificaciones deberán publicarse en el Diario Oficial  
del Gobierno del Estado de Yucatán, en el sitio web del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán y hacerse del conocimiento de las personas  
servidores públicas, mediante oficio circular, dentro de un plazo de quince días  
naturales contados a partir de su entrada en vigor. 

Artículos transitorios 

Primero. Entrada en vigor 

Este acuerdo entrará en vigor, con efectos para las personas servidoras públicas  
del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, el día de su  
publicación en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán y, con efectos generales respecto de terceros, el día siguiente al de su  
publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán. 

Segundo. Conocimiento  

Los directores o los titulares de unidades administrativas equivalentes del tribunal  
deberán hacer del conocimiento de los servidores públicos a su cargo, el  
contenido del Código de Conducta del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán, dentro de un plazo de quince días naturales, contado a partir  
de la entrada en vigor de este acuerdo, a efecto de que estén en la posibilidad de  
suscribir el compromiso de su cumplimiento y remitirlo al Órgano Interno de  
Control.  

Tercero. Máxima publicidad 

Publíquese este acuerdo en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán y  
en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Cuarto. Expedición de copias certificadas 

Se instruye al Secretario de Acuerdos, para que, con fundamento en el artículo 34,  
fracciones III y VI, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán expida una copia certificada del acta de la sesión en la que se  
aprobó este acuerdo al Magistrado Presidente y a la Directora de Administración,  
ambos del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, para los  
efectos legales que correspondan.  
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Quinto. Remisión 

Envíese a la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción y a la  
Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción, el ejemplar del Diario  
Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán que corresponda a la publicación de  
este acuerdo, para los efectos legales que correspondan. 

Así lo acordó el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán, con aprobación unánime de los Magistrados presentes, en sesión de 7  
de febrero de 2019. 

 
 

(RÚBRICA) 

Magistrado Presidente 
Lic. Miguel Diego Barbosa Lara 

 

(RÚBRICA) 

Magistrada 
Licda. María Guadalupe González 

Góngora 

(RÚBRICA) 

Magistrado 
Lic. José Jesús Mateo Salazar  

Azcorra 

 

(RÚBRICA) 
Secretario de Acuerdos  

Lic. César Prieto Gamboa 
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Acuerdo general por el que se designa al Titular de la Unidad de  
Transparencia y se regula el Comité de Transparencia del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán  

El Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, con  
fundamento en los artículos 75 Quater, párrafo primero, de la Constitución Política  
del Estado de Yucatán; 2, 11, 14 y 15, fracciones IV, V, XII, XXIV y XXIX, de la Ley  
Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán; 23, 24,  
fracciones I y II, 43 y 45 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública; y 51 y 57 de la Ley de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública del Estado de Yucatán, y 

Considerando: 

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone, en su  
artículo 6°, párrafos primero y segundo, que el derecho a la información será  
garantizado por el Estado y que toda persona tiene derecho al libre acceso a  
información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e  
ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. 

Que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública1,  
reglamentaria del artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos  
Mexicanos, en materia de transparencia y acceso a la información, establece, en  
sus artículos 24, fracciones I y II, y 43, que los sujetos obligados deberán constituir  
sus comités de transparencia, las unidades de transparencia y vigilar su correcto  
funcionamiento de acuerdo con su normativa interna; que los comités de  
transparencia serán colegiados, integrados por un número impar, y ejercerán las  
funciones establecidas en el artículo 44 de la misma ley general; y que las  
unidades de transparencia estarán a cargo de responsables que dependan  
directamente del titular del sujeto obligado, que preferentemente cuenten con  
experiencia en la materia, para el desempeño de las funciones establecidas en el  
artículo 45 de la ley general en comento. 

Que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de  
Yucatán2, señala, en su artículo 54, que los comités de transparencia tienen por  
objeto garantizar que los sujetos obligados, en los procedimientos de generación  
de la información, clasificación o desclasificación, y declaración de inexistencia de  
la información, así como en las determinaciones de ampliación de respuesta, se  
apeguen a los principios de la ley y a las disposiciones legales y normativas  
aplicables. 

Que, por otra parte, la referida Ley de Transparencia y Acceso a la Información  
Pública del Estado de Yucatán determina, en su artículo 59, que la Unidad de  
Transparencia es el órgano interno del sujeto obligado encargado de la atención al  
público en materia de acceso a la información pública, y el vínculo entre el sujeto  
obligado y los solicitantes, además tendrá la responsabilidad de recibir y dar  
trámite a las solicitudes de acceso a la información y realizar gestiones necesarias  
a fin de cumplir con las obligaciones de transparencia establecidas en la ley.  

                                                            
1 Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de mayo de 2015. 
2 Publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el 2 de mayo de 2016. 
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Que el Decreto 388/2016 por el que se emite la Ley de Transparencia y Acceso a  
la Información Pública del Estado de Yucatán y se modifica la Ley de Actos y  
Procedimientos Administrativos del Estado de Yucatán establece, en su artículo  
transitorio sexto, que los sujetos obligados deberán expedir la normatividad  
necesaria para regular sus unidades y comités de transparencia y dar  
cumplimiento a las disposiciones de la ley. 

Que la Constitución Política del Estado de Yucatán dispone, en su artículo 75  
Quater3, párrafo primero, que el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán es un organismo público, autónomo e independiente en sus decisiones,  
con competencia para conocer, resolver y dirimir las controversias de carácter  
administrativo y fiscal que se susciten entre la Administración Pública centralizada  
y paraestatal del estado y sus municipios, y los particulares; e imponer, en los  
términos que disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos por  
responsabilidades administrativas graves, y a los particulares que participen en  
actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los  
responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven  
de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública estatal o municipal o  
al patrimonio de los entes públicos del estatales o municipales. 

Que, por su parte, la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán4 establece, en su artículo 2, que el Tribunal es un Organismo  
Constitucional Autónomo, máxima autoridad en materia contencioso  
administrativa, fiscal y de responsabilidades administrativas, dotado de plena  
jurisdicción, autonomía e independencia para dictar sus resoluciones e imperio  
para hacerlas cumplir, que tiene por objeto conocer, resolver y dirimir las  
controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la  
Administración Pública centralizada y paraestatal del estado y sus municipios, y  
los particulares; así como respecto de las faltas administrativas graves que  
correspondan a los servidores públicos y a particulares relacionados con hechos  
de corrupción que constituyan faltas administrativas graves, en términos de la  
legislación aplicable en materia de responsabilidades administrativas. 

Que el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, de conformidad  
con lo dispuesto por los artículos 11 y 14 de la ley orgánica en comento, estará  
organizado conforme lo establece la Constitución, la ley, su reglamento interior, y  
demás acuerdos que emitan su Pleno y su Presidente para su adecuado  
funcionamiento; y el Pleno del Tribunal se integrará por tres Magistrados, que  
resolverán los juicios contenciosos administrativos, recursos, procedimientos de  
responsabilidades administrativas y los demás asuntos que por su trascendencia  
lo requieran. 

Que la referida ley orgánica determina, en su artículo 15, fracciones IV, V, XII,  
XXIV y XXIX, que el Pleno del Tribunal tiene la atribución de aprobar y expedir  
reglamentos y acuerdos generales y específicos necesarios para su adecuado  
funcionamiento; dictar las bases generales para la constitución, coordinación,  
contratación, organización y funcionamiento de sus órganos auxiliares; resolver  

                                                            
3 Artículo adicionado por Decreto 380/2016 por el que se modifica la Constitución Política del  
Estado de Yucatán, en materia de anticorrupción y transparencia, publicado en el Diario Oficial del  
Gobierno del Estado de Yucatán el 20 de abril de 2016. 
4 Publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el 18 de julio de 2017. 
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todas aquellas situaciones que sean de interés para el Tribunal y cuya resolución  
no esté encomendada a algún otro de sus órganos, o acordar a cuál de estos  
corresponde atenderlas; ordenar la publicación de acuerdos generales y demás  
disposiciones reglamentarias, que se estimen de interés general, en el diario oficial  
del estado; y las demás que la ley y otras disposiciones normativas le  
encomienden. 

Que el funcionamiento del Comité de Transparencia del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán se reguló con base en las disposiciones del  
Acuerdo General No. 01/2016, Referente a la Constitución del Comité de  
Transparencia del Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa del Poder Judicial  
del Estado de Yucatán y Diversas Disposiciones en Materia de Transparencia y  
Acceso a la Información Pública Aplicables al Mismo5, de conformidad con lo  
dispuesto por el artículo transitorio cuarto del Decreto 511/2017 por el que se  
expide la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán y se modifican la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Yucatán  
y la Ley de lo Contencioso Administrativo del Estado de Yucatán que señala que  
los acuerdos de organización interna, el otorgamiento de poderes generales o  
especiales y acuerdos delegatorios emitidos por el Tribunal de Justicia Fiscal y  
Administrativa del Poder Judicial del Estado de Yucatán permanecerán vigentes,  
por lo que serán entendidos respecto del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán.  

Que, por lo tanto, resulta necesario designar a la Unidad de Transparencia y  
regular el Comité de Transparencia del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán, con la finalidad de actualizar el marco normativo del Tribunal  
relacionado de manera directa y necesaria con la implementación del Sistema  
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos  
Personales, por lo que el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán ha tenido a bien expedir el presente: 

Acuerdo general por el que se designa a la Unidad de Transparencia y se  
regula el Comité de Transparencia del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán  

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto del acuerdo 

Este acuerdo tiene por objeto designar a la unidad administrativa que fungirá como  
la Unidad de Transparencia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán y regular la organización y el funcionamiento del Comité de  
Transparencia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Artículo 2. Definiciones 

Para los efectos de este acuerdo, se entenderá por: 

 I. Comité de Transparencia: el Comité de Transparencia del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 
                                                            
5 Publicado en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el 1 de septiembre de 2016. 
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 II. Ley Estatal: la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública  
del Estado de Yucatán.  

 III. Ley General: la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información  
Pública. 

 IV. Tribunal: el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

V. Unidad de Transparencia: la Unidad de Transparencia del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Capítulo II 
Unidad de Transparencia 

Artículo 3. Objeto de la Unidad de Transparencia 

La Unidad de Transparencia, en términos del artículo 59 de la Ley estatal, es el  
órgano interno del sujeto obligado encargado de la atención al público en materia  
de acceso a la información pública, y el vínculo entre el sujeto obligado y los  
solicitantes, además tendrá la responsabilidad de recibir y dar trámite a las  
solicitudes de acceso a la información y realizar las gestiones necesarias a fin de  
cumplir con las obligaciones de transparencia establecidas en la misma ley. 

Artículo 4. Designación del titular de la Unidad de Transparencia  

La Secretaría de Acuerdos del Tribunal fungirá como la Unidad de Transparencia,  
y el Secretario de Acuerdos designado como su Titular contará con las  
atribuciones establecidas en el artículo 60 de la Ley estatal y las demás  
contenidas en la Ley general, la Ley estatal y otras disposiciones legales y  
normativas aplicables. 

Capítulo III 
Comité de Transparencia 

Sección primera 
Disposiciones generales 

Artículo 5. Objeto del Comité de Transparencia 

El Comité de Transparencia, en términos del artículo 54 de la Ley estatal, tiene por  
objeto garantizar que el Tribunal, en los procedimientos de generación de la  
información, clasificación o desclasificación, y declaración de inexistencia de la  
información, así como en las determinaciones de ampliación de respuesta, se  
apegue a los principios contenidos en la Ley general, la Ley estatal y otras  
disposiciones legales y normativas aplicables. 

Artículo 6. Atribuciones 

El Comité de Transparencia, para el cumplimiento de su objeto, tendrá las  
funciones establecidas en el artículo 55 de la Ley estatal y las demás contenidas  
en la Ley general, la Ley estatal y otras disposiciones legales y normativas  
aplicables. 
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Sección segunda  
Integración del Comité de Transparencia 

Artículo 7. Integración 

El Comité de Transparencia estará integrado por: 

I. El Secretario de Acuerdos designado, quien, en su carácter de Titular de  
la Unidad de Transparencia, será el presidente.  

II. El Director de Proyectistas.  

III. El Director de Administración.  

El Comité de Transparencia contará con un Secretario Técnico, quien será  
nombrado por el Presidente y participará en las sesiones únicamente con derecho  
a voz. 

Artículo 8. Invitados 

El Presidente podrá invitar a participar en las sesiones del Comité de  
Transparencia a los titulares o representantes de las unidades administrativas del  
Tribunal, cuando se vayan a abordar temas relacionados con el ámbito de sus  
competencias; así como a los Magistrados.  

Los invitados participarán en las sesiones únicamente con derecho a voz. 

Artículo 9. Suplencias 

El Magistrado Presidente del Tribunal designará a los suplentes de los integrantes  
del Comité de Transparencia mediante oficio, cuando se presente el caso. 

Los suplentes sustituirán a los titulares con las facultades y obligaciones que  
dispone para aquellos este acuerdo. 

Artículo 10. Carácter de los cargos 

Los cargos de los integrantes del Comité de Transparencia son de carácter  
honorífico, por lo tanto quienes los ocupen no devengarán retribución alguna por  
su desempeño. 

Sección Tercera 
Sesiones del Comité de Transparencia 

Artículo 11. Sesiones 

El Comité de Transparencia sesionará, de manera ordinaria, por lo menos  
trimestralmente y, de manera extraordinaria, cuando el Presidente lo estime  
pertinente o sea necesario para atender una solicitud de acceso a la información. 

Artículo 12. Convocatorias 

El Presidente convocará a cada uno de los integrantes del Comité de  
Transparencia con una anticipación de, por lo menos, tres días hábiles a la fecha  
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en que habrán de celebrarse las sesiones ordinarias y veinticuatro horas en el  
caso de las sesiones extraordinarias. 

Las convocatorias de las sesiones se realizarán mediante oficio o correo  
electrónico y deberán señalar, por lo menos, el carácter y el número de la sesión,  
el día, la hora y el lugar de su celebración. Adicionalmente, llevarán adjuntas el  
orden del día y la documentación correspondiente. 

Artículo 13. Cuórum 

Las sesiones del Comité de Transparencia serán válidas siempre que se cuente  
con la asistencia de todos los integrantes. 

Artículo 14. Validez de los acuerdos 

Las decisiones sobre los asuntos que conozca el Comité de Transparencia se  
aprobarán con el voto de la mayoría de los integrantes que asistan a la sesión  
correspondiente. 

Artículo 15. Actas de las sesiones 

Las actas de las sesiones del Comité de Transparencia deberán señalar la fecha,  
la hora y el lugar de su celebración; los acuerdos alcanzados; y los demás temas  
analizados durante la sesión correspondiente. 

Adicionalmente, a dichas actas se les anexará la lista de asistencia firmada por los  
participantes y los documentos utilizados durante la sesión. 

Sección Cuarta  
Facultades y obligaciones 

Artículo 16. Facultades y obligaciones del Presidente 

El Presidente del Comité de Transparencia tendrá las siguientes facultades y  
obligaciones: 

I. Presidir las sesiones del Comité de Transparencia y moderar los debates. 

II. Informar al Magistrado Presidente y a las demás unidades  
administrativas del Tribunal sobre los acuerdos del Comité de Transparencia que  
sean relevantes para el desempeño de sus atribuciones. 

III. Representar al Comité de Transparencia. 

IV. Determinar la celebración de sesiones extraordinarias. 

V. Solicitar a los integrantes cualquier información que requiera para el  
desarrollo de las sesiones. 

VI. Someter a la consideración del Comité de Transparencia la normatividad  
interna que se requiera para el cumplimiento de su objeto. 
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VII. Las demás que le confiera este acuerdo y otras disposiciones legales y  
normativas aplicables. 

Artículo 17. Facultades y obligaciones del Secretario Técnico 

El Secretario Técnico del Comité de Transparencia tendrá las siguientes  
facultades y obligaciones: 

I. Auxiliar al Presidente en las sesiones del Comité de Transparencia. 

II. Dar seguimiento a los acuerdos del Comité de Transparencia e informar  
de ello al Presidente. 

III. Elaborar los proyectos de resoluciones de los asuntos que se sometan al  
Comité de Transparencia. 

IV. Elaborar el orden del día, por instrucciones del Presidente. 

V. Elaborar y archivar las actas de las sesiones del Comité de  
Transparencia. 

VI. Expedir constancias y certificaciones de la documentación que obre en  
sus archivos. 

VII. Ejecutar las instrucciones del Comité de Transparencia y del  
Presidente. 

VIII. Formular la lista de asistencia a las sesiones del Comité de  
Transparencia y verificar que haya cuórum. 

IX. Suscribir y recabar las firmas de las actas de las sesiones del Comité de  
Transparencia. 

X. Las demás que le confiera este acuerdo y otras disposiciones legales y  
normativas aplicables. 

Artículo 18. Facultades y obligaciones de los integrantes 

Los integrantes del Comité de Transparencia tendrán las siguientes facultades y  
obligaciones: 

I. Asistir a las sesiones con derecho a voz y voto. 

II. Suscribir las actas de las sesiones. 

III. Someter a la consideración del Comité de Transparencia los asuntos  
que considere deban tratarse en las sesiones. 

IV. Proponer acciones o medidas que tengan por objeto mejorar el  
funcionamiento y organización del Comité de Transparencia. 

V. Las demás que le confiera este acuerdo y otras disposiciones legales y  
normativas aplicables. 
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Artículos transitorios 

Primero. Entrada en vigor 

Este acuerdo entrará en vigor el día siguiente al de su aprobación por el Pleno del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Segundo. Máxima publicidad 

Publíquese este acuerdo en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán y  
en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Tercero. Expedición de copias certificadas 

Se instruye al Secretario de Acuerdos, para que, con fundamento en el artículo 34,  
fracciones III y VI, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del  
Estado de Yucatán expida una copia certificada del acta de la sesión en la que se  
aprobó este acuerdo al Magistrado Presidente, para los efectos legales que  
correspondan.  

Así lo acordó el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán, con aprobación unánime de los Magistrados presentes, en sesión de 21  
de marzo de 2019. 

 

 

(RÚBRICA) 

Magistrado Presidente 
Lic. Miguel Diego Barbosa Lara 

 

(RÚBRICA) 

Magistrada 
Licda. María Guadalupe González 

Góngora 

(RÚBRICA) 

Magistrado 
Lic. José Jesús Mateo Salazar  

Azcorra 

 

(RÚBRICA) 

Secretario de Acuerdos  
Lic. César Prieto Gamboa 
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Acuerdo por el que se emite el Código de Ética del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán 

C.P. Santos Narciso Zúñiga Chalé, Titular del Órgano de Control Interno del Tribunal  
de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, con fundamento en lo dispuesto  
por los artículos 75 Quater, párrafo primero, y 98, fracción III, de la Constitución  
Política del Estado de Yucatán; 6 y 16 de la Ley General de Responsabilidades  
Administrativas; 39 y 41, fracción VI, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán; y 5 y 17 de la Ley de Responsabilidades  
Administrativas del Estado de Yucatán, y  

Considerando: 

Que con la expedición del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan  
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  
en materia de combate a la corrupción1, dio inicio un proceso transformador del  
andamiaje legislativo e institucional, especialmente en materia de responsabilidades  
administrativas de los servidores públicos y de combate frontal al flagelo que  
representan los altos índices de corrupción en México. 

Que, de conformidad con los artículos 109, fracción III, de la Constitución Política  
de los Estados Unidos Mexicanos; 5 de la Ley General del Sistema Nacional  
Anticorrupción; 7 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 98,  
fracción III, de la Constitución Política del Estado de Yucatán; 5 de la Ley del  
Sistema Estatal Anticorrupción de Yucatán; y 7 de la Ley de Responsabilidades  
Administrativas del Estado de Yucatán, son principios rectores del servicio público:  
la legalidad, la objetividad, el profesionalismo, la honradez, la lealtad, la  
imparcialidad, la eficiencia, la eficacia, la equidad, la transparencia, la economía, la  
integridad y la competencia por mérito. 

Que la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán  
dispone, en su artículo 1, que este Tribunal es un organismo constitucional  
autónomo, máxima autoridad en materia contencioso administrativa, fiscal y de  
responsabilidades administrativas, dotado de plena jurisdicción, autonomía e  
independencia para dictar sus resoluciones e imperio para hacerlas cumplir, que  
tiene por objeto conocer, resolver y dirimir las controversias de carácter  
administrativo y fiscal que se susciten entre la Administración Pública centralizada  
y paraestatal del estado y sus municipios, y los particulares; así como respecto de  
las faltas administrativas graves que correspondan a los servidores públicos y a  
particulares relacionados con hechos de corrupción que constituyan faltas  
administrativas graves, en términos de la legislación aplicable en materia de  
responsabilidades administrativas. 

Que la referida ley establece, en sus artículos 39, párrafo primero, y 41, párrafo  
primero, fracción VI, que el Órgano de Control Interno es un órgano dotado de  
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y resoluciones,  
cuyo titular tendrá a su cargo, entre otras, el ejercicio de las facultades a que se  
refiere el artículo 98, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Yucatán  
y la legislación aplicable en materia de responsabilidades administrativas, la Ley  

                                                            
1 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015. 
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Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, así como  
las demás que determinen las leyes, reglamentos y acuerdos generales  
correspondientes. 

Que la Ley General de Responsabilidades Administrativas determina, en su artículo  
6, que todos los entes públicos están obligados a crear y mantener condiciones  
estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento del Estado en  
su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor público. 

Que la referida ley dispone, en su artículo 16, que los servidores públicos deberán  
observar el código de ética que emitan las secretarías o los órganos internos de  
control, conforme a los lineamientos que emita el Sistema Nacional Anticorrupción  
para que, en su actuación, impere una conducta digna que responda a las  
necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño. Para tal fin, el código de  
ética deberá hacerse del conocimiento de los servidores públicos, así como darle la  
máxima publicidad. 

Que el Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional  
Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y la Ley  
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa señaló, en su artículo  
transitorio tercero, párrafo tercero, que el cumplimiento de las obligaciones previstas  
en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, una vez que esta entre en  
vigor, serán exigibles, en lo que resulte aplicable, hasta en tanto el Comité  
Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, de conformidad con la ley de la  
materia, emita los lineamientos, criterios y demás resoluciones conducentes de su  
competencia.   

Que el 12 de octubre de 2018 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el  
Acuerdo por el que se dan a conocer los Lineamientos para la emisión del Código  
de Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de Responsabilidades  
Administrativas. 

Que los lineamientos antes referidos, de conformidad con lo dispuesto en su artículo  
primero, tienen por objeto establecer los elementos a considerar para la emisión del  
código de ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de  
Responsabilidades Administrativas; así como sentar las bases de principios  
rectores que regirán las políticas transversales, integrales, sistemáticas, continuas  
y evaluables que, en materia de integridad y ética pública, emitan los entes públicos. 

Que los Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo  
16 de la Ley General de Responsabilidades Administrativa disponen, en su artículo  
transitorio segundo, que los órganos internos de control y las secretarías deberán  
emitir sus códigos de ética en un plazo de ciento veinte días naturales a partir de su  
publicación.  

Que las leyes y los servidores públicos representan la piedra angular sobre las que  
se edifican las instituciones. Por ello, para hacer del nuevo marco jurídico en materia  
anticorrupción y de responsabilidades administrativas un derecho útil, se requiere,  
en principio, de una transformación en la cultura ética y de servicio a la sociedad de  
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cada persona para que, en consecuencia, la prestación del servicio público de  
excelencia y libre de corrupción sea considerado en México un modelo habitual y  
no excepcional.  

Que, en este sentido, para dar cumplimiento a las disposiciones legales arriba  
referidas, así como a las obligaciones normativas que de ellas derivan, resulta  
necesario emitir un instrumento de referencia que establezca, entre otros aspectos,  
los principios y valores considerados como fundamentales para la prestación del  
servicio público a cargo del Tribunal e incidir en el comportamiento y desempeño de  
los servidores judiciales administrativos, a efecto de que impere una conducta digna  
que responda a las necesidades de la sociedad, así como un sentido de orgullo y  
pertenencia al servicio público; por lo que este Órgano de Control Interno ha tenido  
a bien expedir el presente: 

Acuerdo por el que se emite el Código de Ética del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán 

Artículo único. Se emite el Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Yucatán.  

Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán 

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto 

El Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán es  
el instrumento de política de integridad y prevención que tiene por objeto establecer  
los principios y valores considerados como fundamentales para la definición del rol  
del servicio público a cargo del Tribunal e incidir en el comportamiento y desempeño  
de las personas servidoras públicas, a efecto de formar una ética e identidad  
compartida y un sentido de orgullo y pertenencia al servicio público. 

Artículo 2. Definiciones 

Para los efectos de este código de ética, se entenderá por: 

 I. Código de conducta: el Código de Conducta del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán.  

 II. Código de ética: el Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa  
del Estado de Yucatán. 

 III. Comité de ética y conducta: el Comité de Ética y Conducta del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

IV. Ley: la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán. 
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V. Órgano de Control Interno: el Órgano de Control Interno del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

VI. Personas servidoras públicas: los Magistrados y toda persona que presta u 
n servicio remunerado al Tribunal bajo la dirección y dependencia de un superior  
jerárquico, incluido el personal profesional, técnico, administrativo y secretarial,  
conforme a las facultades y obligaciones que la legislación y la normatividad les  
confiere.  

VII. Tribunal: el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Artículo 3. Ámbito de aplicación 

Los principios, valores, reglas de integridad y demás normas de este código de ética  
son de observancia obligatoria para las personas servidoras públicas, de  
conformidad con lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley General de  
Responsabilidades Administrativas, en la medida en que resulten aplicables a la  
función que cada una de ellas desempeña y con base en las disposiciones del  
código de conducta. 

Artículo 4. Directrices 

Las personas servidoras públicas, para la aplicación de los principios y el ejercicio  
de los valores y las reglas de integridad contenidos en este código de ética, deberán  
conocer y observar las directrices establecidas en el artículo 7 de la Ley General de  
Responsabilidades Administrativas, así como las disposiciones del código de  
conducta.  

Artículo 5. Vigilancia 

El comité de ética y conducta tendrá a su cargo fomentar y vigilar la aplicación y el  
cumplimiento del código de ética por parte de las personas servidoras públicas, de  
conformidad con las disposiciones de su acuerdo de regulación.  

Capítulo II 
Principios  

Artículo 6. Principios 

Las personas servidoras públicas deberán observar, en el desempeño de su  
empleo, cargo o comisión, los siguientes principios rectores, constitucionales y  
legales, del servicio público:  

I. Competencia por mérito: las personas servidoras públicas deberán ser  
seleccionados para sus puestos de acuerdo con su habilidad profesional, capacidad  
y experiencia, garantizando la igualdad de oportunidad, atrayendo a los mejores  
candidatos para ocupar los puestos mediante procedimientos transparentes,  
objetivos y equitativos. 

II. Disciplina: las personas servidoras públicas desempeñarán su empleo,  
cargo o comisión, de manera ordenada, metódica y perseverante, con el propósito  
de obtener los mejores resultados en el servicio o bienes ofrecidos. 
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III. Economía: las personas servidoras públicas en el ejercicio del gasto  
público administrarán los bienes, recursos y servicios públicos con legalidad,  
austeridad y disciplina, satisfaciendo los objetivos y metas a los que estén  
destinados, siendo estos de interés social. 

IV. Eficacia: las personas servidoras públicas actúan conforme a una cultura  
de servicio orientada al logro de resultados, procurando en todo momento un mejor  
desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las metas institucionales según sus  
responsabilidades y mediante el uso responsable y claro de los recursos públicos,  
eliminando cualquier ostentación y discrecionalidad indebida en su aplicación. 

V. Eficiencia: las personas servidoras públicas actúan en apego a los planes  
y programas previamente establecidos y optimizan el uso y la asignación de los  
recursos públicos en el desarrollo de sus actividades para lograr los objetivos  
propuestos. 

VI. Equidad: las personas servidoras públicas procurarán que toda persona  
acceda con justicia e igualdad al uso, disfrute y beneficio de los bienes, servicios,  
recursos y oportunidades. 

VII. Honradez: las personas servidoras públicas se conducen con rectitud sin  
utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender obtener algún  
beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros, ni buscan o aceptan  
compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona  
u organización, debido a que están conscientes que ello compromete sus funciones  
y que el ejercicio de cualquier cargo público implica un alto sentido de austeridad y  
vocación de servicio. 

VIII. Imparcialidad: las personas servidoras públicas dan a la ciudadanía, y  
a la población en general, el mismo trato, sin conceder privilegios o preferencias a  
organizaciones o personas, ni permiten que influencias, intereses o prejuicios  
indebidos afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus funciones de  
manera objetiva. 

IX. Integridad: las personas servidoras públicas actúan siempre de manera  
congruente con los principios que se deben observar en el desempeño de un  
empleo, cargo, comisión o función, convencidas en el compromiso de ajustar su  
conducta para que impere en su desempeño una ética que responda al interés  
público y generen certeza plena de su conducta frente a todas las personas con las  
que se vinculen u observen su actuar. 

X. Lealtad: las personas servidoras públicas corresponden a la confianza que  
el Estado les ha conferido; tienen una vocación absoluta de servicio a la sociedad,  
y satisfacen el interés superior de las necesidades colectivas por encima de  
intereses particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la  
población. 

XI. Legalidad: las personas servidoras públicas hacen sólo aquello que las  
normas expresamente les confieren y en todo momento someten su actuación a las  
facultades que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuyen a  
su empleo, cargo o comisión, por lo que conocen y cumplen las disposiciones que  
regulan el ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones. 
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XII. Objetividad: las personas servidoras públicas deberán preservar el  
interés superior de las necesidades colectivas por encima de intereses particulares,  
personales o ajenos al interés general, actuando de manera neutral e imparcial en  
la toma de decisiones, que a su vez deberán de ser informadas en estricto apego a  
la legalidad. 

XIII. Profesionalismo: las personas servidoras públicas deberán conocer,  
actuar y cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas de  
conformidad con las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas atribuibles  
a su empleo, cargo o comisión, observando en todo momento disciplina, integridad  
y respeto, tanto a las demás personas servidoras públicas como a las y los  
particulares con los que llegare a tratar. 

XIV. Rendición de cuentas: las personas servidoras públicas asumen  
plenamente ante la sociedad y sus autoridades la responsabilidad que deriva del  
ejercicio de su empleo, cargo o comisión, por lo que informan, explican y justifican  
sus decisiones y acciones, y se sujetan a un sistema de sanciones, así como a la  
evaluación y al escrutinio público de sus funciones por parte de la ciudadanía. 

XV. Transparencia: las personas servidoras públicas en el ejercicio de sus  
funciones privilegian el principio de máxima publicidad de la información pública,  
atendiendo con diligencia los requerimientos de acceso y proporcionando la  
documentación que generan, obtienen, adquieren, transforman o conservan; y en  
el ámbito de su competencia, difunden de manera proactiva información  
gubernamental, como un elemento que genera valor a la sociedad y promueve un  
gobierno abierto, protegiendo los datos personales que estén bajo su custodia. 

Capítulo III 
Valores 

Artículo 7. Valores  

Las personas servidoras públicas deberán observar, en el desempeño de su  
empleo, cargo o comisión, los siguientes valores: 

I. Cooperación: las personas servidoras públicas colaboran entre sí y  
propician el trabajo en equipo para alcanzar los objetivos comunes previstos en los  
planes y programas gubernamentales, generando así una plena vocación de  
servicio público en beneficio de la colectividad y confianza de la ciudadanía en sus  
instituciones. 

II. Entorno cultural y ecológico: las personas servidoras públicas en el  
desarrollo de sus actividades evitan la afectación del patrimonio cultural de cualquier  
nación y de los ecosistemas del planeta; asumen una férrea voluntad de respeto,  
defensa y preservación de la cultura y del medio ambiente, y en el ejercicio de sus  
funciones y conforme a sus atribuciones, promueven en la sociedad la protección y  
conservación de la cultura y el medio ambiente, al ser el principal legado para las  
generaciones futuras. 

III. Equidad de género: las personas servidoras públicas, en el ámbito de sus  
competencias y atribuciones, garantizan que tanto mujeres como hombres accedan  
con las mismas condiciones, posibilidades y oportunidades a los bienes y servicios  
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públicos; a los programas y beneficios institucionales, y a los empleos, cargos y  
comisiones gubernamentales. 

IV. Igualdad y no discriminación: las personas servidoras públicas prestan  
sus servicios a todas las personas sin distinción, exclusión, restricción, o preferencia  
basada en el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género,  
la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la  
religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el  
embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación  
política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el  
idioma, los antecedentes penales o en cualquier otro motivo. 

V. Interés público: las personas servidoras públicas actúan buscando en todo  
momento la máxima atención de las necesidades y demandas de la sociedad por  
encima de intereses y beneficios particulares, ajenos a la satisfacción colectiva. 

VI. Liderazgo: las personas servidoras públicas son guía, ejemplo y  
promotoras del código de ética y las reglas de integridad; fomentan y aplican en el  
desempeño de sus funciones los principios que la Constitución y la ley les imponen,  
así como aquellos valores adicionales que por su importancia son intrínsecos a la  
función pública. 

VII. Respeto: las personas servidoras públicas se conducen con austeridad y  
sin ostentación, y otorgan un trato digno y cordial a las personas en general y a sus  
compañeros y compañeras de trabajo, superiores y subordinados, considerando  
sus derechos, de tal manera que propician el diálogo cortés y la aplicación armónica  
de instrumentos que conduzcan al entendimiento, a través de la eficacia y el interés  
público. 

VIII. Respeto a los derechos humanos: las personas servidoras públicas  
respetan los derechos humanos, y en el ámbito de sus competencias y atribuciones,  
los garantizan, promueven y protegen de conformidad con los principios de:  
universalidad que establece que los derechos humanos corresponden a toda  
persona por el simple hecho de serlo; de interdependencia que implica que los  
derechos humanos se encuentran vinculados íntimamente entre sí; de indivisibilidad  
que refiere que los derechos humanos conforman una totalidad de tal forma que son  
complementarios e inseparables, y de progresividad que prevé que los derechos  
humanos están en constante evolución y bajo ninguna circunstancia se justifica un  
retroceso en su protección. 

Capítulo IV 
Reglas de integridad 

Artículo 8. Reglas de integridad 

Las personas servidoras públicas deberán observar, en el desempeño de su  
empleo, cargo o comisión, las siguientes reglas de integridad: 

I. Actuación pública: las personas servidoras públicas en el desempeño de  
su empleo, cargo o comisión se conducen con base en lo dispuesto por la ley, el  
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reglamento y demás disposiciones legales y normativas aplicables, así como los  
principios y valores previstos en este código. 

II. Administración de bienes muebles e inmuebles: las personas servidoras  
públicas que participan en procedimientos de baja, enajenación, transferencia o  
destrucción de bienes muebles o de administración de bienes inmuebles,  
observarán en la administración de los recursos, prioritariamente, los principios de  
eficiencia, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que están  
destinados. 

III. Comportamiento digno: las personas servidoras públicas tienen como  
finalidad primigenia servir a la sociedad que depositó su confianza en ellos al  
otorgarles el cargo que ostentan. 

IV. Contrataciones públicas: las personas servidoras públicas que,  
personalmente o a través de subordinados, intervengan en contrataciones públicas  
deberán asegurarse que los procesos se realicen con transparencia, imparcialidad,  
legalidad y honradez; así como orientar sus decisiones para garantizar las mejores  
condiciones para el Estado. 

V. Control interno: las personas servidoras públicas que participan en  
procesos en materia de control interno, generan, obtienen, utilizan y comunican  
información suficiente, oportuna, confiable y de calidad, con apego a los principios  
de legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas. 

VI. Cooperación con la integridad: las personas servidoras públicas, en el  
desempeño de su empleo, cargo, comisión o función, cooperan con el Tribunal y  
con las instancias encargadas de velar por la observancia de los principios y valores  
intrínsecos a la función pública, en el fortalecimiento de la cultura ética, de servicio  
a la sociedad y de pleno respeto a los derechos humanos. 

VII. Desempeño permanente con integridad: las personas servidoras públicas  
conducen su actuación con base en los principios y valores establecidos en este  
código, prioritariamente, los de legalidad, imparcialidad, objetividad, transparencia,  
certeza, cooperación, ética e integridad. 

VIII. Información pública: las personas servidoras públicas garantizan el  
acceso a la información con base en el principio de máxima publicidad, protegen los  
datos personales que están bajo su poder o custodia, así como también resguardan  
la información reservada o confidencial y clasifican la demás documentación que  
tienen bajo su responsabilidad. 

IX. Procedimiento administrativo: las personas servidoras públicas que  
participan en procedimientos administrativos respetan las formalidades esenciales  
del procedimiento y la garantía de audiencia conforme al principio de legalidad. 

X. Procesos de evaluación: las personas servidoras públicas que participan  
en procesos de evaluación se apegan en todo momento a los principios de  
legalidad, imparcialidad y rendición de cuentas. 

XI. Recursos humanos: las personas servidoras públicas que participan en  
procedimientos de recursos humanos, de planeación de estructuras o relacionados  
con el sistema profesional de carrera jurisdiccional, se apegan a los principios y  
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valores de legalidad, imparcialidad, transparencia y rendición de cuentas, e igualdad  
y no discriminación. 

XII. Trámites y servicios: las personas servidoras públicas que con motivo de  
su empleo, cargo o comisión participan en la prestación de trámites y en el  
otorgamiento de servicios, atienden a los usuarios de forma respetuosa, eficiente,  
oportuna, responsable e imparcial y con apego a los principios de igualdad y no  
discriminación, legalidad, honradez, imparcialidad, transparencia y rendición de  
cuentas. 

Capítulo V 
Capacitación 

Artículo 9. Conocimiento 

Toda persona que ingrese o se encuentre adscrita como servidor público en el  
Tribunal, tanto en las unidades jurisdiccionales como administrativas, deberá  
conocer el código de ética y asumir el compromiso de su debido cumplimiento.  

Artículo 10. Presentación del compromiso  

El compromiso de cumplimiento del código de ética deberá presentarse ante el  
Órgano de Control Interno, en los siguientes plazos: 

I. Compromiso inicial, dentro de los sesenta días naturales siguientes a la  
toma de posesión del cargo o del inicio del empleo o comisión. 

II. Compromiso anual, durante el mes de mayo de cada año, salvo que  
durante ese mismo año hubiere presentado el compromiso inicial. 

Artículo 11. Capacitación 

El Órgano de Control Interno, en coordinación con la Dirección de Administración,  
elaborará un programa de inducción para las personas servidoras públicas que  
estará integrado por contenidos básicos relacionados con el código de ética, el  
desempeño de sus funciones, la igualdad de género, el funcionamiento y la  
operación del Tribunal, y la normativa aplicable como sujetos de responsabilidades,  
que les permita desarrollar su perfil profesional. 

La Dirección de Administración deberá comunicar al Órgano de Control Interno,  
dentro de los treinta días hábiles siguientes a la contratación, la fecha de inicio en  
el ejercicio del empleo, cargo o comisión de los servidores públicos, para la  
programación e implementación del curso de inducción respectivo, el cual no podrá  
realizarse en un plazo superior a los ciento veinte días naturales, contado a partir  
del inicio del ejercicio del empleo, cargo o comisión. 

Artículo 12. Difusión 

El código de ética y sus modificaciones deberán publicarse en el Diario Oficial del  
Gobierno del Estado de Yucatán, en el sitio web del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán y hacerse del conocimiento de las personas  
servidores públicas, mediante oficio circular, dentro de un plazo de quince días  
naturales contado a partir de la entrada en vigor del acuerdo respectivo. 
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Artículos transitorios 

Primero. Entrada en vigor 

Este acuerdo entrará en vigor, con efectos para las personas servidoras públicas  
del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, el día de su  
publicación en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán y, con efectos generales respecto de terceros, el día siguiente al de su  
publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán. 

Segundo. Conocimiento  

Los directores o los titulares de unidades administrativas equivalentes del tribunal  
deberán hacer del conocimiento de los servidores públicos a su cargo, el contenido  
del Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán,  
dentro de un plazo de quince días naturales, contado a partir de la entrada en vigor  
de este acuerdo, a efecto de que estén en la posibilidad de suscribir el compromiso  
de su cumplimiento y remitirlo al Órgano de Control Interno.  

Tercero. Máxima publicidad 

Publíquese este acuerdo en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán y  
en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Cuarto. Remisión 

Envíese a la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción y a la  
Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción, el ejemplar del Diario Oficial  
del Gobierno del Estado de Yucatán que corresponda a la publicación de este  
acuerdo, para los efectos legales que correspondan. 

Se emite este acuerdo en la sede del Tribunal de Justicia Administrativa de Yucatán,  
en Mérida a 7 de febrero de 2019. 

 
 

( RÚBRICA ) 
 

C.P. Santos Narciso Zúñiga Chalé 
Titular del Órgano de Control Interno del  

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán 
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Acuerdo por el que se regula el Comité de Ética y Conducta del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán 

C.P. Santos Narciso Zúñiga Chalé, Titular del Órgano de Control Interno del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, con fundamento en lo  
dispuesto por los artículos 75 Quater, párrafo primero, y 98, fracción III, de la  
Constitución Política del Estado de Yucatán; 6 y 16 de la Ley General de  
Responsabilidades Administrativas; 39 y 41, fracción VI, de la Ley Orgánica del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán; 5 y 17 de la Ley de  
Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán; y décimo segundo de  
los Lineamientos para la emisión del Código de Ética a que se refiere el artículo 16  
de la Ley General de Responsabilidades Administrativa, y  

Considerando: 

Que con la expedición del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan  
diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos  
Mexicanos, en materia de combate a la corrupción1, dio inicio un proceso  
transformador del andamiaje legislativo e institucional, especialmente en materia  
de responsabilidades administrativas de los servidores públicos y de combate  
frontal al flagelo que representan los altos índices de corrupción en México. 

Que, de conformidad con los artículos 109, fracción III, de la Constitución Política  
de los Estados Unidos Mexicanos; 5 de la Ley General del Sistema Nacional  
Anticorrupción; 7 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; 98,  
fracción III, de la Constitución Política del Estado de Yucatán; 5 de la Ley del  
Sistema Estatal Anticorrupción de Yucatán; y 7 de la Ley de Responsabilidades  
Administrativas del Estado de Yucatán, son principios rectores del servicio público:  
la legalidad, la objetividad, el profesionalismo, la honradez, la lealtad, la  
imparcialidad, la eficiencia, la eficacia, la equidad, la transparencia, la economía,  
la integridad y la competencia por mérito. 

Que la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán  
dispone, en su artículo 1, que este Tribunal es un organismo constitucional  
autónomo, máxima autoridad en materia contencioso administrativa, fiscal y de  
responsabilidades administrativas, dotado de plena jurisdicción, autonomía e  
independencia para dictar sus resoluciones e imperio para hacerlas cumplir, que  
tiene por objeto conocer, resolver y dirimir las controversias de carácter  
administrativo y fiscal que se susciten entre la Administración Pública centralizada  
y paraestatal del estado y sus municipios, y los particulares; así como respecto de  
las faltas administrativas graves que correspondan a los servidores públicos y a  
particulares relacionados con hechos de corrupción que constituyan faltas  
administrativas graves, en términos de la legislación aplicable en materia de  
responsabilidades administrativas. 

Que la referida ley establece, en sus artículos 39, párrafo primero, y 41, párrafo  
primero, fracción VI, que el Órgano de Control Interno es un órgano dotado de  
autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y  
resoluciones, cuyo titular tendrá a su cargo, entre otras, el ejercicio de las  

                                                            
1 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015. 
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facultades a que se refiere artículo 98, fracción III, de la Constitución Política del  
Estado de Yucatán y la legislación aplicable en materia de responsabilidades  
administrativas, la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán, así como las demás que determinen las leyes, reglamentos y  
acuerdos generales correspondientes. 

Que la Ley General de Responsabilidades Administrativas determina, en su  
artículo 6, que todos los entes públicos están obligados a crear y mantener  
condiciones estructurales y normativas que permitan el adecuado funcionamiento  
del Estado en su conjunto, y la actuación ética y responsable de cada servidor  
público. 

Que la referida ley dispone, en su artículo 16, que los servidores públicos deberán  
observar el código de ética que emitan las secretarías o los órganos internos de  
control, conforme a los lineamientos que emita el Sistema Nacional Anticorrupción  
para que, en su actuación, impere una conducta digna que responda a las  
necesidades de la sociedad y que oriente su desempeño. Para tal fin, el código de  
ética deberá hacerse del conocimiento de los servidores públicos, así como darle  
la máxima publicidad. 

Que el Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional  
Anticorrupción, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, y la Ley  
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa señaló, en su artículo  
transitorio tercero, párrafo tercero, que el cumplimiento de las obligaciones  
previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, una vez que  
esta entre en vigor, serán exigibles, en lo que resulte aplicable, hasta en tanto el  
Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, de conformidad con la  
ley de la materia, emita los lineamientos, criterios y demás resoluciones  
conducentes de su competencia.    

Que el 12 de octubre de 2018 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el  
Acuerdo por el que se dan a conocer los Lineamientos para la emisión del Código  
de Ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de Responsabilidades  
Administrativas. 

Que los lineamientos antes referidos, de conformidad con lo dispuesto en su  
artículo primero, tienen por objeto establecer los elementos a considerar para la  
emisión del código de ética a que se refiere el artículo 16 de la Ley General de  
Responsabilidades Administrativas; así como sentar las bases de principios  
rectores que regirán las políticas transversales, integrales, sistemáticas, continuas  
y evaluables que, en materia de integridad y ética pública, emitan los entes  
públicos. 

Que, por otra parte, los referidos lineamientos establecen, en su artículo décimo  
segundo, que, como órganos encargados de fomentar y vigilar el cumplimiento de  
los códigos de ética y de conducta, los entes públicos podrán integrar comités de  
ética o figuras análogas, para lo cual las secretarías y los órganos internos de  
control regularán su integración, organización, atribuciones y funcionamiento. 

Que la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de Yucatán señala,  
en su artículo 16, fracción I, la obligación a cargo de los órganos internos de  
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control de constituir los comités de ética en los entes públicos como mecanismos  
de prevención, así como las atribuciones básicas a cargo de dichos órganos  
colegiados.    

Que el 7 de febrero de 2019 se expidió el Código de Ética del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán que, en términos de su artículo 1, es el  
instrumento de política de integridad y prevención que tiene por objeto establecer  
los principios y valores considerados como fundamentales para la definición del rol  
del servicio público a cargo del Tribunal e incidir en el comportamiento y  
desempeño de las personas servidoras públicas, a efecto de formar una ética e  
identidad compartida y un sentido de orgullo y pertenencia al servicio público. 

Que, de igual forma, el 7 de febrero de 2019 se expidió el Código de Conducta del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán que, en términos de su  
artículo 1, es el instrumento de política de integridad y prevención que tiene por  
objeto establecer, de manera puntual y concreta, la forma en que los servidores  
judiciales administrativos aplicarán los principios, valores y reglas de integridad  
contenidas en el Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán.  

Que el Código de Ética del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán y el Código de Conducta del Tribunal de Justicia Administrativa  
determinan, en su artículo 5, que el Comité de Ética y Conducta tendrá a su cargo  
fomentar y vigilar la aplicación y el cumplimiento del Código de Ética y del Código  
de Conducta por parte de las personas servidoras públicas, de conformidad con  
las disposiciones de su acuerdo de regulación.  

Que los comités de ética y conducta, entre las competencias referidas en el  
artículo 16, fracción I, incisos c) y j), tienen las de emitir recomendaciones  
derivadas del incumplimiento a los códigos que consistirán en un pronunciamiento  
imparcial no vinculatorio, y se harán del conocimiento del servidor público y de su  
superior jerárquico; y comunicar a la Contraloría del Estado o, en su caso, al  
órgano interno de control correspondiente, las conductas de servidores públicos  
que conozca con motivo de sus funciones, y que puedan constituir responsabilidad  
administrativa en los términos de la ley de la materia.  

Que, por tanto, se estima conveniente crear el Comité de Ética y Conducta del  
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, con la finalidad de  
fomentar y vigilar la aplicación y el cumplimiento del Código de Ética y del Código  
de Conducta por parte de los servidores públicos del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán, así como regular los procedimientos ante el  
Comité derivados de quejas por presuntos incumplimientos al Código de Ética o al  
Código de Conducta, así como consultas relacionadas con la ética jurisdiccional,  
con la finalidad de emitir pronunciamientos imparciales, en forma de  
recomendaciones no vinculatorias, para que el servidor público ajuste su actuación  
a las disposiciones del Código de Ética y del Código de Conducta, o de asesorías,  
para que el servidor público resuelva las dudas relacionadas con la ética  
jurisdiccional, por lo que este Órgano de Control Interno ha tenido a bien expedir el  
presente: 
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Acuerdo por el que se regula el Comité de Ética y Conducta del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán 

Capítulo I 
Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto del acuerdo 

Este acuerdo tiene por objeto regular la organización y el funcionamiento del  
Comité de Ética y Conducta del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán. 

Artículo 2. Objeto del Comité 

El Comité es un órgano colegiado especializado en ética jurisdiccional que tiene  
por objeto fomentar y vigilar la aplicación y el cumplimiento del Código de Ética y  
del Código de Conducta por parte de los servidores públicos del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán.  

Artículo 3. Definiciones 

Para los efectos de este acuerdo, se entenderá por: 

I. Comité: el Comité de Ética y Conducta del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán. 

II. Código de conducta; el Código de Conducta del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán. 

III. Código de ética: el Código de Ética del Tribunal de Justicia  
Administrativa del Estado de Yucatán. 

IV. Órgano de Control Interno: el Órgano de Control Interno del Tribunal de  
Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

V. Tribunal: el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Artículo 4. Atribuciones 

El Comité, para el cumplimiento de su objeto, tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Establecer estrategias, políticas y acciones para fomentar y vigilar el  
cumplimiento del Código de Ética y del Código de Conducta. 

II. Fungir como órgano de consulta y asesoría especializada en asuntos  
relacionados con la emisión, aplicación y cumplimiento del Código de Ética y del  
Código de Conducta.  

III. Participar en la elaboración, revisión y actualización del Código de Ética  
y del Código de Conducta. 

IV. Promover y coordinar investigaciones y estudios sobre ética judicial.  

V. Elaborar y aprobar, durante el primer trimestre de cada año, su programa  
anual de trabajo que contendrá cuando menos: los objetivos, metas y actividades  
específicas que tenga previsto llevar a cabo. 
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VI. Determinar los indicadores de cumplimiento del Código de Ética y del  
Código de Conducta y el método para evaluar anualmente los resultados  
obtenidos, así como difundir los resultados en el sitio web del Tribunal. 

VII. Aprobar la normatividad interna que requiera para el cumplimiento de su  
objeto. 

VIII. Emitir recomendaciones derivadas del incumplimiento del Código de  
Ética y del Código de Conducta, a través de un pronunciamiento imparcial no  
vinculatorio, que se harán del conocimiento del servidor público involucrado y de  
su superior jerárquico. 

IX. Brindar asesoría a los servidores públicos respecto de la interpretación  
de los principios, valores y reglas de integridad contenidos en el Código de Ética,  
así como de las disposiciones del Código de Conducta. 

X. Establecer mecanismos de comunicación institucional, así como  
promover el desarrollo de conferencias, cursos, diplomados, eventos y seminarios  
para difundir la ética judicial.  

XI. Difundir los principios, valores y reglas de integridad contenidas en el  
Código de Ética, así como las disposiciones del Código de Conducta y, en su  
caso, recomendar a los servidores públicos del Tribunal su observancia. 

 XII. Promover, en coordinación con el Órgano de Control Interno,  
programas de capacitación y sensibilización en materia de ética, integridad y  
prevención de conflictos de interés, entre otros. 

XIII. Dar vista al Órgano de Control Interno respecto de las conductas de los  
servidores públicos realizadas con motivo del ejercicio de sus funciones que  
puedan constituir responsabilidad administrativa o hecho de corrupción conforme a  
la normativa aplicable en la materia. 

XIV. Otorgar premios o reconocimientos a las unidades administrativas o  
servidores públicos que promuevan o realicen aportaciones para el fortalecimiento  
de la cultura ética e integridad en el Tribunal.  

XV. Aprobar y difundir el informe anual de actividades del Comité. 

XVI. Acordar la creación e integración de subcomités para la atención de  
asuntos específicos.  

XVII. Las demás que le confiera este acuerdo y otras disposiciones legales  
y normativas aplicables.  

Capítulo II 
Integración del Comité 

Artículo 5. Integración 

El Comité estará integrado por: 

I. Un Magistrado designado por el Pleno del Tribunal, quién será el  
Presidente. 
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II. El Director de Proyectistas. 

III. El Director de Administración. 

Artículo 6. Secretario Técnico 

El Comité contará con un Secretario Técnico, quien será nombrado por el  
Presidente y participará en las sesiones únicamente con derecho a voz. Cuando el  
Secretario Técnico designado forme parte de los integrantes, conservará su  
derecho a voto. 

Artículo 7. Invitados 

El Presidente podrá invitar a participar en las sesiones del Comité a los servidores  
públicos de los tres órdenes de gobierno, poderes del estado y de los organismos  
constitucionales autónomos, a los representantes de instituciones académicas u  
organizaciones civiles o a las personas que tengan conocimiento o prestigio en la  
materia que puedan aportar opiniones valiosas y ser de utilidad para este. 

Los invitados participarán en las sesiones únicamente con derecho a voz. 

Artículo 8. Suplencias 

Los integrantes del Comité designarán a sus suplentes, quienes los sustituirán en  
caso de ausencia con las facultades y obligaciones que dispone para aquellos  
este acuerdo. 

Artículo 9. Carácter de los cargos 

Los cargos de los integrantes del Comité son de carácter honorífico, por lo tanto  
quienes los ocupen no devengarán retribución alguna por su desempeño. 

Capítulo III 
Sesiones del Comité 

Artículo 10. Sesiones 

El Comité sesionará, de manera ordinaria, por lo menos dos veces al año y, de  
manera extraordinaria, cuando el Presidente lo estime pertinente o lo solicite la  
mayoría de los integrantes para desahogar peticiones y solicitudes de carácter  
urgente. 

Artículo 11. Convocatorias 

El Presidente, a través del Secretario Técnico, convocará a cada uno de los  
integrantes del Comité con una anticipación de, por lo menos, cinco días hábiles a  
la fecha en que habrán de celebrarse las sesiones ordinarias y veinticuatro horas  
en el caso de las sesiones extraordinarias. 

Las convocatorias de las sesiones se realizarán mediante oficio o correo  
electrónico y deberán señalar, por lo menos, el carácter y el número de la sesión,  
el día, la hora y el lugar de su celebración. Adicionalmente, llevarán adjuntas el  
orden del día y la documentación correspondiente. 
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Artículo 12. Cuórum 

Las sesiones del Comité serán válidas siempre que se cuente con la asistencia de  
la mayoría de los integrantes. En todo caso se deberá contar con la presencia del  
Presidente y del Secretario Técnico. 

Cuando, por falta de cuórum, la sesión no pueda celebrarse el día determinado, el  
Presidente, a través del Secretario Técnico, emitirá una segunda convocatoria  
para realizar dicha sesión, la cual se efectuará con la presencia de los integrantes  
que asistan. Esta sesión no podrá celebrarse sino transcurridas veinticuatro horas  
contadas a partir de la convocatoria. 

Artículo 13. Validez de los acuerdos 

Las decisiones sobre los asuntos que conozca el Comité se aprobarán con el voto  
de la mayoría de los integrantes que asistan a la sesión correspondiente. En caso  
de empate, el Presidente tendrá el voto de calidad. 

Artículo 14. Actas de las sesiones 

Las actas de las sesiones del Comité deberán señalar la fecha, la hora y el lugar  
de su celebración; los acuerdos alcanzados; y los demás temas analizados  
durante la sesión correspondiente. 

Adicionalmente, a dichas actas se les anexará la lista de asistencia firmada por los  
participantes y los documentos utilizados durante la sesión. 

Capítulo IV 
Facultades y obligaciones 

Artículo 15. Facultades y obligaciones del Presidente 

El Presidente del Comité tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I. Presidir las sesiones del Comité y moderar los debates. 

II. Representar al Comité. 

III. Determinar la celebración de sesiones extraordinarias. 

IV. Solicitar a los integrantes cualquier información que requiera para el  
desarrollo de las sesiones. 

V. Someter a la consideración del Comité la normatividad interna que se  
requiera para el cumplimiento de su objeto. 

VI. Someter a la consideración y aprobación del Comité el calendario de  
sesiones. 

VII. Someter a la consideración y aprobación del Comité el Programa Anual  
de Trabajo. 
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VIII. Someter a la aprobación del Comité y rendir el informe anual de  
actividades de este. 

IX. Solicitar al Secretario Técnico informes de seguimiento de acuerdos y  
resultados de trabajo del Comité, así como de sus subcomités. 

X. Turnar las solicitudes, consultas o peticiones a los integrantes del Comité  
para su resolución. 

XI. Autorizar, junto con el Secretario Técnico, las actas en que se hagan  
constar las deliberaciones, acuerdos y resoluciones del Comité. 

XII. Los demás que le confiera este acuerdo y otras disposiciones legales y  
normativas aplicables. 

Artículo 16. Facultades y obligaciones del Secretario Técnico 

El Secretario Técnico del Comité tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I. Auxiliar al Presidente en las sesiones del Comité. 

II. Convocar a las sesiones del Comité, por indicaciones del Presidente. 

III. Dar seguimiento a los acuerdos del Comité e informar de ello al  
Presidente. 

IV. Dar seguimiento a las actividades de los subcomités e informar de ello al  
Presidente. 

V. Elaborar el orden del día, por instrucciones del Presidente. 

VI. Elaborar y archivar las actas de las sesiones del Comité. 

VII. Expedir constancias y certificaciones de la documentación que obre en  
sus archivos. 

VIII. Ejecutar las instrucciones del Comité y del Presidente. 

IX. Formular la lista de asistencia a las sesiones del Comité y verificar que  
haya cuórum. 

X. Realizar los estudios, proyectos y demás actividades que le encomiende  
el Comité. 

XI. Suscribir y recabar las firmas de las actas de las sesiones del Comité. 

XII. Revisar los engroses de las resoluciones del Comité, formuladas por el  
magistrado ponente, y autorizarlos en unión del Presidente. 

XIII. Los demás que le confiera este acuerdo y otras disposiciones legales y  
normativas aplicables.  

Artículo 17. Facultades y obligaciones de los integrantes 

Los integrantes del Comité tendrán las siguientes facultades y obligaciones: 
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I. Asistir a las sesiones con derecho a voz y voto. 

II. Suscribir las actas de las sesiones. 

III. Someter a la consideración del Comité los asuntos que considere deban  
tratarse en las sesiones. 

IV. Proponer acciones o medidas que tengan por objeto mejorar el  
funcionamiento y organización del Comité. 

V. Participar en los subcomités que se establezcan para la consecución del  
objeto del Comité. 

VI. Los demás que le confiera este acuerdo y otras disposiciones legales y  
normativas aplicables.  

Capítulo V 
Subcomités 

Artículo 18. Creación 

El Comité podrá determinar la creación de los subcomités, tanto de carácter  
permanente como transitorio, que considere necesarios para el cumplimiento de  
su objeto. 

Artículo 19. Integración 

Los subcomités estarán integrados por: 

I. Un Presidente, quien será designado por el Comité. 

II. Un Secretario Técnico, quién será designado por el Secretario Técnico  
del Comité. 

III. Los integrantes que determine el Comité, a propuesta del Presidente. 

Artículo 20. Funcionamiento 

Los subcomités se ajustarán, en lo relativo a sus sesiones, a lo establecido en  
este acuerdo para el Comité. 

El Presidente, el Secretario Técnico y los integrantes del subcomité tendrán, en lo  
conducente, las facultades y obligaciones que este acuerdo dispone para el  
Presidente, el Secretario Técnico y los demás integrantes del Comité,  
respectivamente. 

Capítulo VI 
Procedimiento ante el Comité 

Artículo 21. Quejas o consultas 

Cualquier persona puede hacer del conocimiento del Comité, por escrito impreso o  
a través de medios electrónicos, quejas por presuntos incumplimientos al Código  
de Ética o al Código de Conducta, así como realizar consultas relacionadas con la  
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ética jurisdiccional, las cuales, con independencia de los plazos previstos en este  
capítulo, deberán concluirse dentro de los tres meses contados a partir de su  
presentación. 

Artículo 22. Requisitos mínimos 

Las quejas o consultas se admitirán sin mayores formalidades, siempre que  
contenga el nombre y el domicilio o dirección electrónica para recibir informes, un  
breve relato de los hechos de la queja o de la materia de la consulta, y, en su  
caso, los datos del servidor público involucrado y los medios de prueba que  
ofrezca. 

Artículo 23. Solicitudes anónimas 

El Comité podrá admitir la presentación de quejas o consultas anónimas, siempre  
que, en el caso de las quejas, se identifique en la narrativa al menos alguna  
evidencia o persona a la que le consten los hechos. De igual forma, a su  
consideración, podrá impulsar las acciones necesarias para mantener la  
confidencialidad del nombre y los demás datos de la persona que presente una  
queja o consulta. 

Artículo 24. Prevención  

Una vez presentado el escrito de queja o consulta el Secretario Técnico verificará  
el cumplimiento de los requisitos mínimos establecidos en el artículo 22 de este  
acuerdo. En caso de que se advierta la omisión de algún requisito se prevendrá al  
solicitante para que lo subsane dentro del término de tres días hábiles. De no  
presentarse la información requerida en el plazo otorgado para tal efecto se  
determinará el desechamiento de la queja o consulta y el archivo del expediente  
como totalmente concluido. 

Artículo 25. Turno y calificación 

El Secretario Técnico, una vez verificado el cumplimiento de los requisitos  
mínimos, turnará al integrante ponente del Comité que corresponda copia de la  
solicitud de queja o asesoría, y de sus pruebas o anexos. De igual forma,  
tratándose de quejas, se requerirá a la Dirección de Administración copia  
certificada del expediente laboral del presunto infractor para adjuntar al  
expediente.  

El integrante ponente del Comité someterá a la consideración del Pleno del  
Comité la calificación del expediente de queja o asesoría como de probable  
incumplimiento al Código de Ética o al Código de Conducta, de asesoría ética  
judicial o de no competencia para conocer de los hechos manifestados en el  
escrito. La calificación de no competencia será notificada al solicitante,  
orientándolo sobre la instancia competente a sus pretensiones, y se determinará el  
archivo del expediente como totalmente concluido. 

Artículo 26. Traslado y medidas cautelares 

El Comité, tratándose de una queja, informará, mediante oficio, al presunto  
infractor del procedimiento iniciado, quien deberá responder al escrito de solicitud  
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por escrito, en un plazo de cinco días hábiles contado a partir de la notificación del  
traslado.  

El Comité podrá determinar medidas preventivas cuando en el escrito de queja se  
describan conductas en las que supuestamente se hostigue, agreda, amedrente,  
acose, intimide o amenace a una persona, sin que ello signifique tener como  
ciertos los hechos. 

Artículo 27. Mediación 

Cuando los hechos narrados en un escrito de queja afecten únicamente a la  
persona que la presentó, previa valoración de su naturaleza, el Comité, a través  
del integrante ponente, podrá intentar una conciliación entre las partes  
involucradas, siempre con el interés de respetar los principios y valores contenidos  
en el Código de Ética y en el Código de Conducta.  

Artículo 28. Audiencia de pruebas y alegatos 

El Comité, concluido el término de emplazamiento en el procedimiento de queja,  
citará, mediante oficio, a las partes, para que, dentro de los diez días hábiles  
siguientes, asistan a la audiencia de pruebas y alegatos. En caso de que el  
presunto infractor no cuente con defensor, el Comité le asignará uno. 

El Comité, dentro del párrafo previsto en el párrafo anterior, podrá allegarse de  
mayores elementos de prueba, para tal efecto podrá entrevistar a los testigos y a  
la persona que presentó la queja. Para esta tarea el Comité podrá conformar un  
subcomité para que realice las entrevistas y se deje constancia escrita de las  
diligencias. 

Artículo 29. Resolución 

El integrante ponente del Comité procederá a la formulación del proyecto de  
resolución que será sometido a la consideración del Pleno del Comité, en sesión  
extraordinaria, dentro de un plazo de quince días hábiles contados, a partir del  
cierre de la etapa de pruebas y alegatos en el caso de queja; o de la fecha de  
presentación de la solicitud de asesoría.  

La resolución contendrá los pronunciamientos imparciales, en forma de  
recomendaciones no vinculatorias, para que el servidor público ajuste su actuación  
a las disposiciones del Código de Ética y del Código de Conducta, o de asesorías,  
para que el servidor público resuelva las dudas relacionadas con la ética  
jurisdiccional, y, en todo caso, se comunicará, mediante oficio, a las partes.  
Cuando el Comité considere la actualización de un incumplimiento al Código de  
Ética o al Código de Conducta además se hará del conocimiento del superior  
jerárquico.  

Artículo 30. Vista 

El Comité dará vista al Órgano de Control Interno cuando con motivo de la  
resolución se advierta una problable responsabilidad administrativa o hecho de  
corrupción.  
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Artículos transitorios 

Primero. Entrada en vigor 

Este acuerdo entrará en vigor, con efectos para las personas servidoras públicas  
del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán, el día de su  
publicación en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán y, con efectos generales respecto de terceros, el día siguiente al de su  
publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán. 

Segundo. Instalación del Comité 

El Comité de Ética y Conducta del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado  
de Yucatán se instalará en un plazo de treinta días naturales contados a partir de  
la entrada en vigor de este acuerdo. 

Tercero. Designación del Presidente del Comité 

La designación del Presidente del Comité, en términos de lo dispuesto por el  
artículo 5 de este acuerdo, se informará para los efectos legales correspondientes  
a través del sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de  
Yucatán.  

Cuarto. Máxima publicidad 

Publíquese este acuerdo en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán y  
en el sitio web del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán. 

Quinto. Remisión 

Envíese a la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional Anticorrupción y a la  
Secretaría Ejecutiva del Sistema Estatal Anticorrupción, el ejemplar del Diario  
Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán que corresponda a la publicación de  
este acuerdo, para los efectos legales que correspondan. 

Se emite este acuerdo en la sede del Tribunal de Justicia Administrativa de  
Yucatán, en Mérida a 8 de febrero de 2019. 

 
 

( RÚBRICA ) 
 

C.P. Santos Narciso Zúñiga Chale 
Titular del Órgano de Control Interno del  

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Yucatán 
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